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RESUMEN
El documento analiza la eficiencia del tráfico y recaudo del transporte pesado en el marco de la
competitividad sistémica de la infraestructura vial en Colombia (2008-2015), a partir de la estimación de
los indicadores establecidos por la Agencia Nacional de Infraestructura (ANI) en 2016: Transito Promedio
Diario Anual (TPDA), el Transito Promedio Diario Mensual (TPDM), el Índice de Tasa de Respuesta
(ITRF) y la Tasa de Cobertura por Registro (TCR), los resultados muestran que si bien existe eficiencia en
el recaudo y tráfico del transporte pesado en Colombia para el periodo observado, llama la atención el
incumplimiento del ITRF y de la TCR. De esa forma, se indica que si bien existen los mecanismos
promotores de competitividad (Concesiones) aún se hace necesario fortalecer algunos aspectos de la
organización como Asociaciones Público Privadas respecto de la orientación eficaz de los recursos
destinados al mejoramiento de la red vial así como de la continuidad de las políticas de competitividad
para la infraestructura vial y el seguimiento acertado en términos del manejo de la información para
garantizar una relación sistémica entre las concesiones, los actores regionales y las instituciones del
Estado.
Palabras Clave: Infraestructura Vial, Eficiencia, Trafico y Recaudo, Transporte de Carga Pesada,
Competitividad Sistémica.
ABSTRACT
The document analyzes the efficiency of traffic and collection of heavy transport in the
framework of the systemic competitiveness of road infrastructure in Colombia (2008-2015), based on the
estimation of the indicators established by the National Infrastructure Agency (ANI) in 2016: Annual
Average Daily Traffic (TPDA), the Average Daily Traffic (TPDM), the Rate of Response Rate (ITRF)
and the Coverage Rate per Record (TCR), the results show that although there is efficiency in collection
and heavy transport traffic in Colombia for the period observed, draws attention to the non-compliance of
the ITRF and the TCR. Thus, it is indicated that although there are mechanisms promoting
competitiveness (Concessions) it is still necessary to strengthen some aspects of the organization such as
Public-Private Partnerships with respect to the effective orientation of the resources destined to the
improvement of the road network as well as the continuity of competitiveness policies for road
infrastructure and the successful follow-up in terms of information management to guarantee a systemic
relationship between concessions, regional actors and State institutions.
Keywords: Road Infrastructure, Efficiency, Traffic and Collection, Heavy Freight Transportation,
Systemic Competitiveness.
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INTRODUCCIÓN

La infraestructura vial en la segunda mitad del siglo XX en Colombia, se centró en la inversión
pública y la inversión en infraestructura de transporte. Debido a la concentración geográfica de Colombia,
este es uno de los mayores determinantes que se tienen operativamente y económicamente para el
desarrollo de las vías de comunicación terrestre por la dificultad que se tiene a la hora de hacer su
evaluación. Así, el desarrollo de la infraestructura vial en Colombia inicia en 1992 cuando se expide el
decreto 2171 con el que se trasformó el Ministerio de Obras Publicas y de Transporte en el Ministerio de
Transporte y el fondo Vial Nacional, en el Instituto Nacional de Vías INVIAS, este cambio dio paso a la
reasignación de las funciones de cada uno quedando así el Ministerio de Transporte con la coordinación y
articulación de las políticas de absolutamente todos los organismos que hacen parte del sector del
transporte; y al Nuevo Instituto Nacional de Vías que lo adscribe al Ministerio ligándole la ejecución de
políticas y proyectos que se tengan en la red nacional de carreteras.

El estado actual de la infraestructura vial en Colombia y en diferentes países de Latinoamérica es
deficiente en comparación al resto del mundo, de acuerdo a estudios recientes del Banco Mundial, estos
países tienen alrededor de 1.000 Km de vías pavimentadas por cada millón de habitantes frente a 10.000
Km por millón de habitantes en países desarrollados, adicional a esto muchas de estas vías se encuentran
en mal estado en países en vía de desarrollo lo que aporta al atraso de los mismos. Uno de los factores más
relevantes para el estado actual de las vías, fueron los pocos recursos que se usaron para el mantenimiento
de estas, para esto se estima según INVIAS que con un 2% de la inversión en la construcción de la vía se
mantiene el buen estado.

Se calcula que los costos adicionales que se tiene 1.5% Y el 2.5% del PIB en Colombia. Datos del
DNP (Departamento Nacional de Planeación) revelan que actualmente la red de carreteras en Colombia
del total de redes existentes (204.725 kilómetros), un 69,5 por ciento (142.284) son regionales, primarias o
rurales; otro 22 por ciento (45.040 km) son secundarias y un 8,5 por ciento (17.401 km), primarias o
autopistas. De los 142.284 kilómetros existentes en redes terciarias, 100.748 km (70,8 por ciento) están a
cargo de los municipios; 27.577 km (19,3 por ciento), de la nación y los 13.959 km restantes (9,8 por
ciento), de los departamentos. La movilización por carretera, para acceder de un centro urbano a otro
siempre ha sido complejo ya sea por el atraso en las obras o la dispersión del territorio. (Pachón, et. al.,
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2005). Después de 1940 y viniendo de una recesión económica de 1929 con la Gran Depresión se da
impulso a fomentar la explotación de las carreteras y se inicia la creación de una nueva etapa para generar
un cambio en el desarrollo vial del país con nuevas redes de transporte y el mejoramiento de las existentes.

El último cuarto de siglo fue fundamental para la infraestructura vial del país ya que se dio
continuidad en proyectos ya establecidos de integración regional y se adelantaron nuevos proyectos que se
encaminaron al fortalecimiento carretero del comercio. Cada uno de estos proyectos fue de tal importancia
que a pesar de que se iniciaron hace varios años en la actualidad se mantienen. Las obras que se
realizaron entre 1950 y 1996 centrándose en la pavimentación de la red vial nacional que esta se duplico,
creciendo a una tasa anual promedio del 7% (Pachón, et. al., 2005). Uno de los pilares de estas obras se
centró en los parques automotores y la participación de estos parques en el sector de camiones se redujo
desde 1950, al representar en ese año el 28% la distribución de vehículos en sector automotor en
Colombia en comparación al 12% en 1990, con base en el ministerio de obras públicas y transporte 1997.
Algo similar sucedió con la participación de los autobuses que pasaron de representar un 12% a un 4% en
el mismo periodo y en la actualidad un 2% según el DANE. De acuerdo a Pachón et. al. (2006) las
estadísticas mostraron que en 1950 y 1996 el sector de parque automotor en Colombia creció a una tasa
cercana del 8 %. En estos periodos todos los vehículos de carga liviana fueron superior a los vehículos de
carga pesada y pasajeros.

Siendo el sector de la infraestructura uno de los de mayor crecimiento y desarrollo con un 8.5% de
crecimiento frente a sectores como; el agropecuario con el 4.3%, industria manufacturera con 4.95%,
sector financiero con 5.9%, vivienda con un 7.7%, según DNP (2016), en los últimos tiempos y
considerando que el transporte de carga pesada contribuye no solo al crecimiento sino al desarrollo de
algunos sectores de la economía es necesario identificar cómo la infraestructura vial ha contribuido a la
eficiencia del transporte y recaudo para el sostenimiento de la misma y, adicionalmente, conocer mediante
indicadores de gestión la eficiencia de dicha movilidad y del recaudo que se utiliza para desarrollar
programas y proyectos en aras de garantizar la sostenibilidad de la infraestructura vial y de esta forma
generar competitividad mediante el transporte y comercio de materias primas y productos para su
industrialización y/o comercialización.
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Lo anterior, partiendo de los factores considerados por el DNP en el marco de la competitividad
de la infraestructura vial como la logística, calidad de servicios en transporte y su relación con el modelo
de competitividad sistémica a nivel: macro, micro y meso. En estos términos y haciendo una relación
frente a la infraestructura vial en Colombia se afirma que Colombia ha privilegiado el transporte carretero
frente a otros modos pero esta no ha tenido la eficiencia que se esperaba ya que, según indicadores de
COLFECAR (Federación Colombia de Transportes por Carretera), solo 49% del 100% de las vías se
encuentran en buen estado a esto se le adiciona las malas condiciones en la superficie de rodadura de la
red primaria conformada por 16.786 Km que constituyen la red primaria a cargo de la nación, casi el 50%
de la nación significa que 8.350 Km están en mal estado según el informe presentado por el Concejo
Privado de competitividad tan solo 892 Km2 de dobles calzadas conectan entre si y de forma eficaz los
puertos que poseen Colombia fijándolo en materia internacional (Cartagena, Barranquilla, Buenaventura y
Santa Marta). Otro factor que es determinante en materia de competitividad en el tema de infraestructura,
es las diferentes características que tiene cada país en caracterización geográfica, Colombia tiene una
geografía complicada ya que es montañosa y muy densa lo que hace que en el momento de establecer
nuevos proyectos de vías y generar su mantenimiento sea más complicado de lo usual sumándole a esto
que nuestras costas están retiradas de los puertos de consumo y producción; si hacemos una comparación
partiendo del nivel micro plateada por Esser (1994) es necesario que estos factores que generan atrasos se
reinventen desde lo interno a lo externo y de esta manera poder restructurar las falencias y mejorar los
procesos de transporte para así optimizar el tiempo y mejorar la producción.

De esta manera, esta investigación se desarrolla en el marco del siguiente interrogante: ¿De qué
forma se puede analizar la eficiencia del tráfico y recaudo del transporte pesado en el marco de la
infraestructura vial en Colombia para el periodo 2008-2015? De acuerdo a lo anterior se pretende analizar
la eficiencia del tráfico y recaudo del transporte pesado en el marco de la competitividad de la
infraestructura vial en Colombia para el periodo 2008-2015, a partir de: (i) la identificación de los aspectos
teóricos de la eficiencia mediante los elementos de competitividad sistémica en el contexto de la
infraestructura vial en Colombia, (ii) la descripción de la dinámica de la competitividad de la
infraestructura vial en Colombia con énfasis en el transporte pesado, y (iii) la estimación de la eficiencia
del tráfico y recaudo del transporte pesado en el marco de la competitividad de la infraestructura vial a
partir de los indicadores que se calculan como resultado de la operación estadística de acuerdo con el
INVIAS. El documento presenta cinco (5) partes, incluida esta introducción; la segunda parte contiene
9

una aproximación teórica desde el punto de vista del desarrollo regional y su interacción con los aspectos
de competitividad; la tercera parte explica el diseño metodológico de la investigación; en la cuarta parte se
presentan los aspectos descriptivos de la infraestructura vial en Colombia su enfoque en el transporte de
carga pesada y los resultados y análisis de la estimación de los indicadores de: (i) Índice de tasa de
respuesta; (ii) Tasa de cobertura por registro; por último se presentan las conclusiones del estudio.
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1. MARCO REFERENCIAL

En esta parte del documento se presentan la definición de términos más relevantes y que tienen
mayor presencia e importancia durante el desarrollo del trabajo. Posteriormente, se relaciona el marco
legal de la investigación con el cual se pretende contextualizar lo relacionado con la institucionalidad de la
infraestructura vial a partir de las concesiones. Finalmente, se realiza una aproximación figurada al hecho
de que aspectos como el desarrollo regional que conlleva la infraestructura vial así como los aspectos
relacionados con la competitividad sistémica de la misma, permiten generar espacios de discusión en el
marco de la eficiencia de los mecanismos de recaudo para la modernización de vías y corredores viales así
como para los empresarios y trasportadores, quienes afrontan las incidencias de las decisiones, más que
todo políticas, en el marco de la economía de mercado que adopta el país para satisfacer la demanda
regional, cubrir sus necesidades y de alguna manera contribuir al cumplimiento de los objetivos de planes
de desarrollo y convertirse en motor de desarrollo de las estrategias orientadas a mejorar los aspectos de
competitividad del país.

1.1. Marco conceptual
-

Agencia Nacional de Infraestructura: Es una Agencia Nacional Estatal de Naturaleza Especial,
del sector descentralizado de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, con personería jurídica,
patrimonio propio y autonomía administrativa, financiera y técnica, adscrita al Ministerio de
Transporte, según decreto 4165 del 03 noviembre de 2011. Tiene por objeto planear, coordinar,
estructurar, contratar, ejecutar, administrar y evaluar proyectos de concesiones y otras formas de
Asociación Público Privada - APP, para el diseño, construcción, mantenimiento, operación,
administración y/o explotación de la infraestructura pública de transporte en todos sus modos.
(Tomado de: http://www.ani.gov.co/informacion-de-la-ani/quienes-somos, el día 18 de enero de 2018)

-

Asociaciones Público Privadas (APP): Según World Bank Group, no hay una definición
extensamente aceptada sobre qué significa una asociación público-privada (APP). En líneas
generales, una asociación público-privada se refiere a un acuerdo entre el sector público y el sector
privado en el que parte de los servicios o labores que son responsabilidad del sector público es
suministrada por el sector privado bajo un claro acuerdo de objetivos compartidos para el
abastecimiento del servicio público o de la infraestructura pública. Usualmente, no incluye
11

contratos de servicios ni contratos llave en mano, ya que estos son considerados como proyectos
de contratación pública, o de privatización de servicios públicos en los que existe un role continuo
y limitado del sector público. (Tomado de: https://ppp.worldbank.org/public-private-partnership/es/asociacionespublico-privadas/definicion, el día 18 de enero de 2018).

-

Competitividad: El Foro Económico Mundial que ha medido la competitividad entre países
desde 1979 la define como “el conjunto de instituciones, políticas y factores que determinan el
nivel de productividad de un país”. Otra manera de pensar sobre qué hace a un país competitivo es
considerar

cómo

promueve

nuestro

bienestar

realmente.

(Tomado

de:

https://www.weforum.org/es/agenda/2016/10/que-es-la-competitividad/, el día 18 de enero de 2018).

-

Concesión: Es un tipo de asociación entre el sector público y una empresa, por lo general privada,
que ha demostrado su capacidad de valor añadido en un ámbito concreto (por ejemplo, el
desarrollo de infraestructuras). Las concesiones permiten movilizar capital y conocimientos
técnicos privados para complementar los recursos públicos y realizar nuevas inversiones en
infraestructuras y servicios públicos sin aumentar la deuda pública. (Tomado de:
https://ec.europa.eu/docsroom/documents/15428/attachments/1/translations/es/renditions/pdf, el día 18 de enero de
2018)

-

Contrato de Concesión: Tiene por objeto otorgar a una persona (Natural o Jurídica) la
construcción, explotación o conservación de una obra o bien destinado al servicio o uso público.
Igualmente debe contemplar las actividades necesarias para el adecuado funcionamiento de la
obra. En concordancia con la Ley 1508 de enero de 2012, las Asociaciones Público Privadas, se
consideran un instrumento de vinculación de capital privado, por lo tanto, las concesiones se
consideran comprendidas dentro de este esquema. No obstante, en todos los casos se rigen por lo
dispuesto en la Ley 80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007. (Agencia Nacional de Infraestructura,
2016, p.15)

-

Infraestructura Vial: La infraestructura vial es el conjunto de componentes físicos que
interrelacionados entre sí de manera coherente y bajo cumplimiento de ciertas especificaciones
técnicas de diseño y construcción, ofrecen condiciones cómodas y seguras para la circulación de
los

usuarios

que

hacen

uso

de

ella.

(Tomado

de:
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http://www.barranquilla.gov.co/transito/index.php?option=com_content&view=article&id=5507&Itemid=12, el dia 18
de enero de 2018)

-

Operación Estadística de Tráfico y Recaudo: La operación estadística de tráfico y recaudo del
modo carretero tiene como objetivo medir el nivel de tráfico y recaudo de la Red Vial Nacional
Concesionada, siendo un importante insumo para el análisis y el estudio de los volúmenes de
tráfico en circulación; monitorear el tráfico de las diferentes carreteras concesionas; evaluar su
ingreso real; realizar estudios comparativos y proyecciones sobre el tráfico y el recaudo para los
nuevos proyectos de APP. (Agencia Nacional de Infraestructura, 2016, p.5)

-

Tarifa de Peaje: Son producto de los estudios de tráfico que se llevan a cabo en la estructuración
de cada contrato de concesión, utilizadas para determinar los ingresos dentro del modelo
financiero. (Agencia Nacional de Infraestructura, 2016, p.16)

-

Recaudo de Peajes: Ingreso percibido por el Concesionario, calculado por el producto entre la
Tasa o tarifa que se cobra como derecho de tránsito para utilizar la infraestructura de la respectiva
vía de comunicación; y el número de vehículos que pasan por las estaciones de peaje obligados a
pagar incluidos los evasores y los vehículos de operación. (Agencia Nacional de Infraestructura,
2016, p.16)

1.2. Marco legal e institucional
En materia de infraestructura vial, la Constitución Política de 1991 implicó un cambio radical en
el sistema normativo y en los patrones de inversión. En el año 1992 el Gobierno Nacional reestructuró el
Ministerio de Obras Públicas y Transporte, el cual pasó a ser Ministerio de Transporte. Y le encarga
definir, orientar y vigilar la ejecución de la política nacional en materia de tránsito, transporte e
infraestructura (Decreto 2171 de 1992, artículos 1, 5, y 6). Posteriormente en 1993, mediante la Ley 105,
se definieron las reglas para la participación privada en el sector transporte, y fueron creadas las
instituciones de regulación y control bajo esta nueva condición. En este sentido, se establecieron los
principios rectores del sector, determinando las tarifas de acuerdo con las distancias recorridas, las
características del automotor que transita por las vías concesionadas y los costos de operación. Los peajes
se establecen teniendo en cuenta el criterio de equidad fiscal y los ingresos percibidos, estos deben ser
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administrados para garantizar el correcto funcionamiento vial, por lo que los ingresos generados se
destinan a la recuperación de la inversión por parte del concesionario.

El Fondo Vial Nacional fue objeto de reestructuración, constituyéndose el INVIAS mediante el
Decreto 2171 de 1992. Este decreto, definió al INVIAS como un establecimiento público del orden
nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonio propio y adscrito al Ministerio de
Transporte, cuyo objetivo consistía en ejecutar las políticas y proyectos relacionados con la infraestructura
vial a cargo de la nación en lo que se refiere a carreteras. En el año 2000, el Gobierno nacional mediante el
Decreto 101, reestructuró las entidades que componen el sector transporte; es así como al Ministerio de
Transporte se le asignó “la formulación y adopción de las políticas, planes generales, programas y
proyectos en materia de tránsito, transporte y su infraestructura”, mientras que al INVIAS le fue asignada
la ejecución de las políticas de infraestructura. Así mismo, dentro de la institucionalidad del sector fue
incluida la Superintendencia de Puertos y Transporte, como un organismo de carácter administrativo y
técnico adscrito al ministerio, encargado de “inspeccionar, vigilar y controlar los contratos de
infraestructura de transporte” (Decretos 101 y 1016 de 2000). El INVIAS extendió sus funciones hasta el
año 2003, participando en la construcción, mantenimiento y conservación de la infraestructura vial del
orden nacional. Los departamentos continuaron a cargo de la red secundaria y los municipios y el Fondo
Nacional de Caminos asumieron la responsabilidad de la red terciaria. Sin embargo, en el año 2003
producto de un proceso reestructuración del Estado, mediante el Decreto 1790, se ordenó la liquidación
del Fondo Nacional de Caminos Vecinales y la transferencia de la red terciaria al INVIAS.

Por su parte, la Ley 787 de 2002, establece la fijación del cobro de peajes, tarifas y tasas
correspondientes al uso de la infraestructura nacional de transporte, teniendo en cuenta que los ingresos
percibidos deben garantizar la operación y mantenimiento de la infraestructura de transporte, debe
cobrarse de acuerdo con la clasificación de categorías de vehículos, “las tasas de peaje serán diferenciales,
por tanto se fijarán en proporción a las distancias recorridas, las características vehiculares y sus
respectivos costos de operación”.

De acuerdo con la Gobernación de Antioquia, et. al., (2015), en el año 2003 fue creado el INCO
(Decreto 1800 de 2003), como establecimiento público de orden nacional, adscrito al Ministerio de
Transporte. Dentro de las funciones principales del INCO, se encuentran las de planear, gestionar, ejecutar
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y administrar los contratos de concesión de infraestructura de transporte que se desarrollen con
participación de capital privado, particularmente las concesiones en los modos carretero, férreo, marítimo
y portuario. En la institucionalidad dispuesta en el 2003, se modificó también la estructura del INVIAS y
se ordenó a dicho organismo ejecutar las políticas, estrategias, planes, programas y proyectos de la
infraestructura no concesionados de la red vial nacional de carreteras, primaria y terciaria, de acuerdo con
los lineamientos dados por el Ministerio de Transporte. Igualmente, se decretó subrogar todos los
contratos de concesión al INCO y desarrollar los nuevos proyectos viales por el sistema de concesión. Fue
así como los cambios diseñados implicaron una reforma decisiva a la Ley 105 de 1993, se especializaron
las funciones del Ministerio de Transporte en actividades de planeación y regulación y se concentró la
ejecución de obras en el INVIAS y los proyectos de concesión en el INCO (Acosta, et. al., 2008).

En el año 2011, después de la creación del INCO, la experiencia mostró un resultado no
satisfactorio. Como lo indica la Agencia Nacional de Infraestructura (2017):
En las circunstancias en que se encontraba el INCO no contaba con las condiciones institucionales y
organizacionales necesarias para liderar grandes cambios den la infraestructura del país por razones
relacionadas con el dimensionamiento y herramientas con las que fue proyectada la entidad. En
consecuencia, el desarrollo de nuevos esquemas de asociación público privada y la superación de las
necesidades del país en materia de infraestructura, exigían un replanteamiento del diseño institucional que
desembocó en la transformación del Instituto Nacional de Concesiones en la Agencia Nacional de
Infraestructura (Tomado de: https://www.ani.gov.co/reforma-institucional/historia, el día 06 de abril de 2017).

Como resultado del proceso de transformación institucional, formalizado mediante Decreto 4165
de 2011, se modificó la naturaleza jurídica y la denominación del Instituto Nacional de Concesiones por la
Agencia Nacional de Infraestructura. Dicha entidad consiste en una agencia nacional estatal de naturaleza
especial, del sector descentralizado de la rama ejecutiva del orden nacional, con personería jurídica,
patrimonio propio y autonomía administrativa, financiera y técnica, adscrita al Ministerio de Transporte.
En 2012, se establece la Ley 1508 que da el soporte jurídico sobre las Asociaciones Publico Privadas,
definiéndolas como “un instrumento de vinculación de Capital privado, que se materializan en un contrato
entre una entidad estatal y una persona natural o jurídica de derecho privado, para la provisión de bienes
públicos y de sus servicios relacionados, que involucra la retención y transferencia, riesgos entre las partes
y mecanismos de pago, relacionados con la disponibilidad, el nivel de servicio de la infraestructura y/o
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servicio”. En 2013, la Ley 1682 presenta los principios y políticas de la infraestructura de transporte, como
un sistema que busca el acceso y la integración propendiendo por el crecimiento y la competitividad.
Define las características de la infraestructura de transporte y la conformación de cada modo (vial,
portuario, aeroportuario y férreo). Con respecto a la generación de información estadística, el Documento
Conpes 3849 de 2002 define las acciones que permitan garantizar el cumplimiento de las políticas del
sector transporte, para lo cual se delega al Ministerio de Transporte implementar un sistema de
información para el monitoreo y seguimiento de la regulación económica del transporte por carretera. Y
Mediante el Decreto 4165 se cambió la naturaleza jurídica del INCO por la Agencia Nacional de
Infraestructura, la cual tiene por objeto “planear, coordinar, estructurar, contratar, ejecutar, administrar y
evaluar proyectos de concesiones y otras formas de Asociación Público Privada (APP), para el diseño,
construcción, mantenimiento, operación, administración y/o explotación de la infraestructura pública de
transporte en todos sus modos”.

En el siguiente Grafico se puede observar una compilación de línea de tiempo respecto de la
evolución de las políticas para el desarrollo de la infraestructura vial en Colombia:

Gráfico 1. Políticas para el Desarrollo de Infraestructura Vial en Colombia (1990-2014).

Fuente: Gobernación de Cundinamarca, et al. (2015, p. 15)
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1.3. Marco teórico
Según Rangel (1993), por desarrollo se entienden los avances que surgen en el bienestar
económico y social, dado a las actividades de diferentes sectores. Desde este punto de vista, los resultados
en el nivel de crecimiento se obtienen dependiendo de los recursos e innovaciones que se realicen;
Moncayo (2002) considera importante el apoyo a políticas regionales que permitan atenuar las
disparidades entre sí, al igual, que el apoyo a las diferentes regiones en su intento por superar
individualmente problemas de estancamiento o decrecimiento económico. Este último se conoce en el
idioma anglo como Regional Planning. En ese marco, la infraestructura vial es un componente vital que
genera integración y así mismo, convergencia entre regiones. El capital humano, las instituciones y la
infraestructura, conforman el marco de importancia para el desarrollo regional; de estos tres factores
depende la sinergia que debe existir para generar economías de escala, comunicarlas y tener instituciones
que las regulen y aseguren su aporte al bienestar.

Existen diferentes teorías sobre las formas de desarrollo a nivel regional como la localización,
aglomeración, polos de desarrollo y lugares centrales, las cuales establecen los parámetros a seguir para
promover el desarrollo regional. En todas y cada una de estas, se observa como la infraestructura vial es
un componente genérico de las formas de desarrollo, porque conforma relaciones que benefician la
producción y el consumo y generan bienestar. Esto se explica dado la relevancia que tienen los costos de
transporte, la localización y las distancias. De estas variables, depende la ubicación de industrias y factores
de producción como mano de obra. Así mismo, serán estas las que determinen la minimización de costos
y el aumento de las ganancias, parámetros prioritarios dentro de las decisiones de los núcleos económicos,
articuladas con políticas públicas que procuren un desarrollo sostenido.

Desde que el desarrollo regional empezó a ser considerado por los analistas, se ha pretendido el
mejoramiento de estos parámetros, demostrándose que la mayor complicación radicó en que la
disponibilidad geográfica del país, permitió el asentamiento demográfico y la conformación de diferentes
regiones; lo que a su vez contribuyó a generar altos niveles de disparidad en los procesos de desarrollo
individual. Las regiones Andina, el oriente del Pacífico y parte del sur del Atlántico, han logrado articular
de manera eficiente sus etapas de crecimiento, debido a su desarrollo agroindustrial, industrial, comercial,
de servicios y los altos montos de asignación presupuestal. Mayores requerimientos han sido
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complementados a fin de conseguir un nivel de desarrollo comparable casi con países desarrollados.
(Moncayo, 2003)

Lo anterior ha generado situaciones complejas, por un lado, la brecha social, económica y política,
crece cada vez más entre las regiones y las diferentes soluciones planteadas por los gobiernos que no
tienen los efectos esperados. Por otro lado, la región central jalona el desarrollo interno y propende por
establecer una integración nacional a través de una infraestructura vial estratégica, acorde a las
necesidades y que admita diversificar los lugares de producción, a la vez que flexibilizar los costes de
transporte generados por las distancias y la ubicación de redes viales exclusivas.

1.3.1. Teorías del desarrollo regional aplicadas a la infraestructura vial
Desde este punto de vista existen diferentes teorías sobre las formas de desarrollo a nivel regional
como la localización, aglomeración, polos de desarrollo y lugares centrales, las cuales establecen los
parámetros a seguir para promover el desarrollo regional. En todas y cada una de estas, se observa como la
infraestructura vial es un componente genérico de las formas de desarrollo, porque conforma relaciones
que benefician la producción y el consumo y generan bienestar. Esto se explica dado la relevancia que
tienen los costos de transporte, la localización y las distancias. De estas variables, depende la ubicación de
industrias y factores de producción como mano de obra. Así mismo, serán estas las que determinen la
minimización de costos y el aumento de las ganancias, parámetros prioritarios dentro de las decisiones de
los núcleos económicos, articuladas con políticas públicas que procuren un desarrollo sostenido.

Por ejemplo, en la teoría de la localización es prioritario alcanzar puntos de ubicación que
maximicen los beneficios de los productores, así como obtener materias primas y mano de obra en lugares
que proporcionen comunicación entre los diferentes sectores productivos y mejore el nivel de vida de las
personas; con esto, se generan menores costos, reflejados en bajos precios y en un sistema de transporte
eficiente y rentable que permita distribuir insumos y bienes manufacturados hacia los mercados de
demanda. Rangel (1993) analiza la importancia que tienen los postulados bajo parámetros de libre
mercado y además examina los impactos y las ventajas de las economías de aglomeración, localizar estos
centros facilita en un solo lugar la producción y distribución de los insumos; dadas las mejoras
tecnológicas, de capital y la concentración de mano de obra, se podría suprimir el hecho de obtener
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diferentes puntos, ya que los procesos de concentración y de jerarquización de las actividades se ubicarían
en un único lugar.

En la teoría de la localización, la variable que por lo general tiene mayor relevancia es la de costos
de transporte. Son estos manifestados en la capacidad que tiene la administración regional de obtener
recursos proyectados al mejoramiento de la infraestructura vial, a la disponibilidad de carreteras hacia
puertos y aeropuertos y aún más, al enlace estratégico entre diferentes ciudades; esto por supuesto,
determina la posición de los centros urbanos y los centros productivos. Por esto debe tenerse en cuenta
que la economía contextualiza espacios donde proliferan centros de producción y procesos que cuentan
con determinantes de recursos tecnológicos similares. Sin embargo, estos bienes deben ser
comercializados y es ahí donde los precios se relacionan con la distancia y la actividad comercial. El
producir una unidad de un bien en determinada localización y comercializarlo en otra, hará que la
distancia o los costos de transporte establezcan un índice de precios diferente, que depende de la
localización, lugar de venta y la carga a transportar. Es por ello que, para compensar distancias, el
establecimiento de lugares centrales conforma una de las perspectivas más viables. Bajo este enfoque, la
relación entre las economías de escala y la disminución de distancias; expresa la necesidad de adoptar
lugares centrales que abastezcan al resto de las regiones rezagadas productivamente. Con esta precisión, la
disminución en los costos de transporte, se hará cuando se establezcan ciudades mercado y se obtenga
solución espacial, reflejada en el recorte de los costos. (Rangel, 1993)

En ese contexto, el desarrollo no se logra solo por la generación de nuevas formas económicas
cuyos ingresos generen bienestar, este debe ir acompañado en cualquiera de los casos de la conexión entre
los diferentes sectores y centros de desarrollo. Este argumento se explica con la teoría de los polos de
desarrollo de Perroux (1970), donde se establecen los polos de desarrollo como aglomeraciones de
industrias, que más que generar por sí y para sí ingresos, deben ir acompañadas de una proyección hacia la
periferia que permita crecer a nivel interno y externo; en este escenario Rangel (1993) menciona que la
presencia de redes viales eficientes, se presenta como una ventaja comparativa, en donde su papel como
vía de comunicación complementará la decisión de establecer y/o expandir la industria motora. Además,
se generan encadenamientos (entre o inter industrias) mediante mejoras en la calidad de la inversión y la
calificación de la mano de obra, pilares a observar sobre los efectos del polo de desarrollo. La teoría de los
polos de desarrollo es tal vez la que mejor explica el comportamiento de la economía colombiana. Sin
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embargo, su análisis se efectuaría a nivel teórico ya que, de manera práctica, estos centros de desarrollo
por lo general no tienen la difusión adecuada. No se ha logrado proyectar los efectos positivos de ésta
organización económica ni siquiera a lo largo de las regiones, su rango de influencia se limita a las zonas
aledañas definiendo así un desarrollo de polos y no un polo de desarrollo. (Rangel, 1993)

El llamado triángulo de oro, es un ejemplo de esto. Alrededor de Bogotá, Cali y Medellín, se ha
establecido un centro de mercado que representa cerca del 60% del total del comercio interno del país,
discriminado en su mayoría entre industria y comercio. Los efectos desencadenados por su dinámica
constante, se han visto reflejados en la infraestructura física de cada una de las ciudades y sobre la forma
en que el desarrollo económico, político y social ha logrado converger hacia ellas. Sin embargo, la
incidencia directa que tienen estos polos de desarrollo sobre la zona rural y ciudades de otras regiones es
poca o nula. No se establecen políticas y/o acuerdos entre gobiernos regionales, que pretendan sinergias
entre sí y beneficios de mayor alcance. (Fedesarrollo, 1996)

De acuerdo con Moncayo (2002), desde finales del siglo pasado la complejidad de los servicios se
hizo evidente, se supo que si hubiese existido una infraestructura vial adecuada, eficiente y mejorada; las
posibilidades de desarrollo para las demás regiones habrían podido ser equitativas y se habría encaminado
la economía hacia la modernización en forma simultánea. Esto hubiese permitido, eliminar las
divergencias entre regiones y disminuir la presencia de centros especiales de aglomeración propiciados
por las ventajas en capital, mano de obra y costos de transporte. Esto ha influido en la tendencia de las
regiones, de unificar sus potencialidades y ventajas en una sola iniciativa, tipo de bien y servicio, en el cual
la industria motora al encadenar las formas y clases de producción, puede reducir las oportunidades al
monopolizar las formas de inversión. El resto de zonas que por ubicación no se encuentran dentro de la
periferia establecida del polo, pierden la oportunidad de desarrollo y crecimiento por carecer del acceso
adecuado en comunicación vial, que les permita tener acceso a la movilidad de personas, bienes y
servicios.

1.3.2. Competitividad
En los últimos años, el término competitividad se ha utilizado con mucha frecuencia en diferentes
contextos, como en el ámbito territorial y organizacional, con el propósito de establecer qué tan
sostenibles pueden ser las organizaciones en el entorno de acuerdo con la capacidad para generar valor
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agregado (estrechamente relacionado con el potencial de los sectores productivos). En este sentido, son
importantes factores como el grado de desarrollo del sistema objeto de análisis, así como los
determinantes y la variación de actores estratégicos que diferencian a las regiones, las empresas y los
países. (Rodríguez-Álvarez et. al., 2016, p. 181)

Uno de los autores más citados en cuanto al tema de la competitividad es Michael Porter, quien,
en su libro La ventaja competitiva de las naciones, dice sobre la competitividad que:
La prosperidad de una nación depende de su competitividad, la cual se basa en la productividad con la
cual esta produce bienes y servicios. Políticas macroeconómicas e instituciones legales sólidas y políticas
estables, son condiciones necesarias, pero no suficientes para asegurar una economía próspera. La
competitividad está fundamentada en las bases microeconómicas de una nación: la sofisticación de las
operaciones y estrategias de una compañía y la calidad del ambiente microeconómico de los negocios en
el cual las compañías compiten. Entender los fundamentos microeconómicos de la competitividad es vital
para la política económica nacional. (Porter, 2008, p. 18)

Desde un enfoque empresarial, Porter (1985) define la competitividad como la capacidad de una
empresa para producir y mercadear productos en mejores condiciones de precio, calidad y oportunidad
que sus rivales. Por otra parte, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL)
considera que la competitividad auténtica se fundamenta en la incorporación de tecnología y el uso
renovable de los recursos naturales. Esta concepción contrasta con el concepto tradicional de
competitividad basado, precisamente, en el aprovechamiento de los recursos humanos y naturales
(Velasco et. al., 2004). De otra parte, para Chudnovsky y Porta (1990) la competitividad internacional es
un concepto muy utilizado en la discusión corriente para referirse al desempeño de una firma, una
industria o un país en la economía internacional. Sin embargo, un concepto aparentemente tan obvio ha
dado lugar a las más variadas definiciones, lo cual pone de relieve no sólo la falta de consenso acerca del
concepto en la literatura económica sino también la ambigüedad y dificultades que el mismo encierra.

En ese contexto, la competitividad de una firma puede incrementarse mediante variados y
complementarios instrumentos a manos de la misma, entre ellos la integración vertical que permite reducir
los costos de transacción, un mayor esfuerzo innovador, tanto en lo que respecta a productos como a
procesos, una gestión de recursos más eficiente, por medio, por ejemplo, de los procedimientos just-in21

time o de calidad total, una incorporación de tecnología que aumente la productividad de los factores que
emplea, la descentralización de la totalidad o parte de su producción subcontratando a empresas
especializadas de menores costos. No obstante, el desempeño que una firma alcance finalmente se ve
afectado también por factores del entorno en el cual desarrolla sus actividades, que pueden propiciar o
deteriorar su posición competitiva. El concepto de competitividad nacional, es más complejo, e incluso
cuestionado por algunos autores. Entre los que han sostenido que la competitividad es un concepto
aplicable al nivel de la firma y no al de la nación sobresale Krugman (1994), quien considera que no tiene
sentido la aplicación del concepto de competitividad a las economías nacionales, aportando diversas
críticas en su argumentación.

Algunos estudiosos del tema pasan de manera directa de la competitividad a nivel de la firma al
concepto de competitividad nacional, definiendo a esta última como la competitividad de las firmas que
componen la nación. Sin embargo, para Chudnovsky y Porta (1990) el pasaje no es tan llano, incluso
afirman que la definición de los criterios según los cuales se medirá dicha competitividad dejan de ser
obvios. Estos autores agregan al análisis la presencia de factores propios del entorno nacional o industrial,
que hacen que las firmas de una nación sean competitivas, y que el todo sea más que la suma de las partes;
es decir cuando se habla de competitividad internacional de una economía nacional, se refiere a un
fenómeno que se manifiesta a través de la competitividad de las firmas, pero que involucra también la
acción voluntaria del gobierno y otros agentes económicos para promover esa competitividad, que a su
vez se construye sobre una determinada estructura de la economía que incluye tanto su configuración
productiva y de relaciones entre sectores y entre firmas como aspectos institucionales que van más allá de
lo estrictamente productivo.

En ese orden, puede mencionarse la competitividad de la firma como la posibilidad de colocar su
producto, debido a sus propias características y a las de su entorno, y de la competitividad nacional como
la capacidad adicional de generar un ambiente propicio para la competitividad industrial. Porter (1990),
por ejemplo, afirma que explicar la competitividad a nivel nacional es responder a una pregunta mal
planteada y que para encontrar respuestas se debe concentrar la atención no en el conjunto de la economía,
sino en industrias y sectores industriales específicos. Desde esta visión, las condiciones nacionales
proveen o no un ambiente que favorece el mejoramiento y la innovación de las firmas y sectores
particulares, siendo estos últimos los que se constituyen en la fuente de competitividad nacional. Esto
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permite analizar la competitividad sectorial y el modelo más acertado y ampliamente utilizado es el del
Porter que basado en análisis de conglomerados industriales (clúster) en los que la competitividad de una
empresa no depende solamente de sus propias características, sino también de las del contexto productivo
en el que opera, esto es, del desempeño de otras empresas y actores con los que se relaciona a lo largo de
la cadena de valor.

1.3.2.1. Diamante de la Competitividad
Considerando el análisis teórico de la competitividad en el cual Porter (1985) la define como la
capacidad de una empresa para producir y mercadear productos en mejores condiciones de precio, calidad
y oportunidad que sus rivales, estos elementos pueden inferir en el Diamante de la Competitividad
(Grafico 1). En este sistema se determina el potencial competitivo de las organizaciones al establecer la
relación de las condiciones de los factores de producción, la demanda, estrategia, estructura y rivalidad
empresarial, así como dos elementos exógenos (Gobierno y azar).

Gráfico 2. Diamante de la Competitividad

Fuente: Adaptación propia.

a. Las condiciones de los factores: En este factor se tiene en cuenta el concepto de ventaja
comparativa (justificado por los criterios de producción clásicos, capital, tierra o trabajo que poseen
las empresas). Además de los anteriores elementos, incorpora un elemento clave relacionado con la
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tecnología, la cual representa una ventaja competitiva que permite que los demás factores puedan
desarrollarse.

b. Condiciones de la Demanda: Se refieren a la sofisticación de la demanda interna doméstica con la
que las empresas pueden garantizar la máxima calidad o eficiencia de sus productos o servicios.

c. Contexto para la estrategia y la rivalidad empresarial: En este factor se considera el ambiente
competitivo microeconómico propiamente dicho. En otras palabras, el nivel de la competencia local
que determina las condiciones del mercado.

d. Industrias relacionadas y de apoyo: Se refiere a la cooperación con las diferentes empresas conexas
de apoyo, las cuales, a su vez, compiten actuando como clúster, es decir, un grupo de empresas que
trabajan en un mismo sector a fin de alcanzar unos objetivos en común. Por otra parte, Porter deja
entrever que el Gobierno es una variable exógena, pues este no afecta a los demás determinantes, al
mismo tiempo que no resulta afectado por las demás variables. Al igual que el Gobierno, el azar
afecta los determinantes de la competitividad, dado que fenómenos o situaciones del entorno, como
el cambio climático y las guerras, no pueden ser controlados.

e. Competitividad sistémica: Este modelo surge como una herramienta teórica necesaria ante los
niveles de complejidad alcanzados por la propia sociedad en la era de la globalización y el cambio
tecnológico (Esser et. al., 1994). El concepto de competitividad sistémica enfatiza los siguientes
aspectos: la competitividad de la economía se fundamenta en medidas engranadas entre sí que
apuntan a objetivos concretos teniendo en cuenta cuatro niveles del sistema (meta, macro, micro y
meso, como se puede ver en el Grafico 2). Otro aspecto fundamental se refiere al concepto
pluridimensional de conducción que se compone de competencia, diálogo y toma conjunta de
decisiones, en el cual se incluye a los grupos importantes de actores. Asimismo, este modelo
establece como premisa fundamental la integración social, que no solamente se sustenta en
reformas económicas, sino también un proyecto de transformación de la sociedad.
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Gráfico 3. Competitividad Sistémica.

Fuente: Tomado de Esser et. al. (1994).

El modelo de la competitividad sistémica da a entender de forma amplia y clara la integración de
la competitividad en sus diferentes niveles de análisis, no solo desde la perspectiva empresarial, sino
también en relación con el sector, la región, el país y las políticas que provee. En el ámbito de las
empresas, la ventaja competitiva de los métodos de producción y organización facilita la competitividad
en términos de precio y calidad de producto final. En una industria, se relaciona con los costos y el valor
agregado de los productos. En consecuencia, el desarrollo de la competitividad se fundamenta en las
actividades que pueda adelantar el Gobierno en cuanto a la cohesión social, es decir, las acciones de las
empresas (entendidas bajo el referente conceptual de los análisis micro, meso, macro y su interacción)
para cooperar y competir (Romo et. al., 2005).

Una visión no sistémica asocia la competitividad de una industria o un país a la de algunos
factores específicos. El caso más usual es considerar que la competitividad nacional es la competitividad
de las firmas que componen el país, rescatando únicamente las variables microeconómicas que afectan la
performance competitiva. Sánchez y Acosta (2001) mencionan otras visiones de competitividad no
sistémica: a) la macroeconómica, la cual ve a la competitividad como resultante de las condiciones de
variables macro y su influencia en los costos de producción y los precios de los factores; b) la
neolaboralista, según la cual la mano de obra calificada es determinante de la ventaja competitiva de un
país y, a raíz de esto, asigna un papel primordial a la inversión y capacitación del capital humano; y c) la
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neoinstitucionalista, que considera cruciales a los aspectos institucionales en la gestión, innovación,
capacitación y aprendizaje. Por su parte, la competitividad sistémica hace referencia a un patrón en el cual
se recalca el hecho de que al pasar de la firma a un agregado aparecen peculiaridades en el desempeño del
sector que no resultan de los esfuerzos particulares de las firmas, sino que hacen a las instituciones que
enmarcan la actividad productiva (por ejemplo, las regulaciones laborales) o a características propias del
sector (por ejemplo, relaciones con subcontratistas o disponibilidad de tecnología). Como apuntan los
autores de esta visión sistémica de la competitividad, la competitividad industrial no surge
espontáneamente al modificarse el contexto macro ni se crea recurriendo exclusivamente al espíritu de
empresa a nivel micro. Es más bien el producto de un patrón de interacción compleja y dinámica entre el
Estado, las empresas, las instituciones intermediarias y la capacidad organizativa de una sociedad (Esser
et. al., 1994).

Para Morales et. al. (2007), la competitividad sistémica representa un importante referente que
involucra las siguientes dimensiones: Analítica (niveles analíticos), Política (estructura institucional) y
Clásica o Funcional (integración de departamentos y funciones administrativas). Así mismo, la
competitividad de una economía recae sobre las relaciones existentes en cuatro niveles analíticos (meta,
meso, micro y macro); Sin embargo, debe existir un proceso de interrelación sistemático entre dichos
niveles para que se logre un objetivo común de competitividad.

Gráfico 4. Proceso de Interrelación Sistémica de los Cuatro Niveles Analíticos

Fuente: Elaboración propia.
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Esta definición es significativa ya que vincula los esfuerzos llevados a cabo en materia de
competitividad por los diversos actores sociales que intervienen en la dinámica de una industria específica.
De igual forma la efectividad de dichos esfuerzos radica en los modos cómo se organiza la sociedad. De
este modo, para adquirir la capacidad de gestión a nivel meta resultan necesarios: a) consenso acerca del
modelo de “orientación de mercado, y de mercado mundial”; b) coincidencia en el rumbo concreto de las
transformaciones; y c) concordancia respecto a la necesidad de anteponer los intereses del futuro a los
organizados intereses del presente (Esser, et. al., 1996).

Nivel Micro: Teniendo en cuenta los grandes desafíos a los que deben hacer frente las empresas
actualmente, en relación a aspectos tales como la globalización de la competencia, la diferenciación de la
demanda, el desarrollo de innovaciones constantes, las relaciones de suministro, entre otros; el enfoque
micro aborda los procesos internos encaminados hacia una mayor eficiencia, calidad, flexibilidad y
rapidez de reacción. No obstante, para lograrlo es necesario que las organizaciones generen cambios en
tres aspectos fundamentales:
a. Organización de la producción: en dicho ámbito las empresas deben encaminar sus esfuerzos
hacia la disminución de los tiempos de fabricación, a través de la sustitución de cadenas de
ensamblaje, lo anterior con el fin de responder de manera oportuna a los requerimientos del
cliente.
b. Organización del desarrollo del producto: es necesario que las áreas de desarrollo, producción y
comercialización de las empresas trabajen de manera conjunta, de tal forma que sea posible
disminuir tiempos de desarrollo, aumentar la eficiencia en la producción y facilitar la
comercialización.
c. Organización y relaciones de suministro: las empresas pueden lograrlo a través de la
implementación de sistemas just in time y la reduciendo la cantidad de proveedores. (Esser, et. al.,
1996)

Nivel Macro: El nivel analítico macro aborda las diferentes medidas en torno a la estabilidad
macroeconómica de un estado, resultado principalmente de las decisiones tomadas en materia de: déficit
presupuestario, deuda externa, inflación, política comercial, tipo de cambio, entre otras; lo anterior
teniendo en cuenta que la estabilidad macroeconómica está vinculada directamente con operatividad de
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los mercados y por consiguiente genera panoramas de favorabilidad o des favorabilidad para el desarrollo
competitivo de las empresas. (Esser, et. al., 1996)

Nivel Meso: Tiene en cuenta las políticas activas destinadas al desarrollo de la competitividad de
la región o sector específicos, a través de los procesos articulados por cada uno de los agentes
participantes; dentro del nivel meso se encuentran aquellas instituciones y organizaciones que desarrollan
estrategias de política específica, las cuales tengan como objetivo apoyar el desarrollo competitivo de
regiones, sectores o empresas, generando procesos de aprendizaje o formando estructuras de mercado a
través de sistemas articulados. Algunas de las políticas tenidas en cuenta para dicho enfoque son: la
infraestructura, políticas ambientales, regionales, de comercio internacional, de educación, entre otras.
(Esser, et. al., 2006)

Nivel Meta: El enfoque analítico meta evalúa la formación de estructuras a nivel de sociedad, las
cuales permitan mejorar el aprendizaje por parte de los actores entorno a las dinámicas sectoriales, la
capacidad de respuesta y la eficacia de los procesos relacionados con el crecimiento competitivo de la
industria en cuestión; dichas estructuras pueden desarrollarse en torno a un contexto de mercado,
ambiental, económico, sociales, entre otros. (Esser, et. al., 1996)

En suma, es posible concluir que el enfoque sistémico de competitividad reúne aspectos
pertinentes en el marco de la eficiencia de la infraestructura vial y el sistema de tráfico y recaudo en su
modalidad pesada frente al desarrollo e impulso de las regiones del país y las problemáticas que enfrenta,
dado que el mismo permite identificar y analizar el rol del Estado y las políticas macroeconómicas entorno
al desarrollo sectorial y regional. Así mismo contempla el análisis empresarial (concesiones) desde el
punto de vista de las alianzas y estrategias encaminadas por las diversas instituciones en relación al
desarrollo de la infraestructura vial como industria.

1.3.2.2. Determinantes de Competitividad
Según Salim, et. al. (2006), los determinantes de competitividad están directamente relacionados a
su concepto, de forma tal que, al no existir una definición única y precisa del término, los mismos son
diversos. Sin embargo, las diferentes visiones fueron abarcadas ampliamente por el enfoque moderno de
la competitividad sistémica, el cual constituye una perspectiva pluridimensional que considera que la
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competitividad está determinada no sólo por factores que resultan de los esfuerzos de las empresas y, por
ende, se encuentran bajo su órbita, sino también por factores del entorno: institucionales, sectoriales,
macroeconómicos, etc.

Este enfoque de tipo múltiple también había sido considerado por Porter, y es el empleado en la
construcción de algunos indicadores internacionales amplios de competitividad. Ahora, como establecen
los creadores de la competitividad sistémica, Esser, et. al. (1994), la competitividad industrial no surge
espontáneamente al modificarse el contexto macro ni se crea recurriendo exclusivamente al espíritu de
empresa a nivel micro. Es más bien el resultado de un patrón de interacción compleja y dinámica entre el
Estado, las empresas, las instituciones intermedias y la capacidad organizativa de una sociedad. Al
respecto, cabe destacar que existirán ciertos factores determinantes que se encuentran bajo control de la
firma, otros bajo el del Estado y algunos más que no pueden ser afectados directamente por ninguno de
ellos en particular.
a. Determinantes del Nivel Micro: Según Esser, et. al. (1994), las empresas competitivas deberán
cumplir con las siguientes características de manera simultánea:
i. Eficiencia, Ser eficiente es lograr niveles de producción al menor costo posible para un
conjunto de precios de los factores. Es por esto que el análisis de la eficiencia se basa en la
tecnología existente, los recursos y los precios de éstos, es decir, en la productividad y los
precios de los factores.
ii. Calidad, las empresas deben destinar esfuerzos a mejorar la calidad de su producción si es que
quieren alcanzar altos niveles de competitividad. Una elevada calidad de los productos
elaborados por la empresa permite que éstos se diferencien en el mercado, adquiriendo así
ventajas competitivas.
iii. Flexibilidad, este concepto se refiere a la capacidad de las empresas para adaptarse a cambios o
requerimientos tanto internos como del entorno, y abarca diferentes dimensiones: el producto,
el volumen de producción y los procesos productivos.
iv. Rapidez, la rapidez puede ser contemplada desde dos ángulos. Por un lado, como la capacidad
de generar innovaciones sucesivas a buen ritmo, si se trata de una empresa líder, o bien, de
imitar sin demora innovaciones ajenas, en caso de empresas de segunda línea. Por el otro,
como la capacidad de adaptarse ágilmente a situaciones cambiantes del entorno, tales como
modificaciones en la demanda, en cuyo caso está muy asociada a la idea de flexibilidad.
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v. Calificación y motivación del personal, las formas en las que el recurso humano afecta la
competitividad de una firma son más amplias que a través de los costos laborales. Sobre la
productividad del trabajador influyen su calificación, su experiencia, su talento, su motivación,
sus percepciones.
vi. Capacidad de gestión, la capacidad de gestión se asocia al manejo y administración de la
empresa, especialmente a la implementación de aquellas estrategias empresariales capaces de
generar los cambios necesarios para la adaptación al ambiente competitivo y dinámico actual.
vii. Logística, la logística como actividad empresarial es antigua y es lo que antes se conocía como
distribución. Desde el punto de vista gerencial, es una estrategia necesaria para manejar de
forma integral la cadena de suministros, de tal forma que logre el balance óptimo entre las
necesidades del cliente y los recursos disponibles de la empresa. Su desempeño debe ser
medido a través del servicio al cliente final.
viii. Localización, la decisión de localización de las firmas es muy relevante para la competitividad,
ya que es un elemento crucial en la conformación de redes de cooperación. Estas redes
consisten en un entramado de relaciones de largo plazo y confianza mutua, de carácter más
bien informal, entre proveedores, productores y usuarios o clientes, que brindan a las empresas
que las conforman numerosas ventajas de competitividad, ya sean éstas producto de
externalidades o de vínculos meramente privados.
ix. Tamaño, esta variable puede influir positiva o negativamente en el logro de la competitividad,
ya que todo tamaño tiene ventajas y desventajas y cuáles predominen depende de las
características propias del sector o país de que se trate. Por este motivo, no es posible afirmar
que el tamaño es una categoría decisiva para la competitividad internacional.

b. Determinantes del Nivel Macro: Según Esser, et. al. (1994), en este nivel de análisis los principales
determinantes son las políticas macroeconómicas del gobierno y los resultados que las mismas
obtengan (Política monetaria y financiera, Política fiscal, Política cambiaria, Política comercial).

c. Determinantes del Nivel Meta: Aludiendo de nuevo a Esser, et. al. (1994), los determinantes
incluidos en este nivel son aquellos que hacen a la capacidad que tiene una sociedad para lograr
consensuar y marchar de forma integrada en la búsqueda de objetivos establecidos conjuntamente.
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i.

Factores socioculturales, una de las capacidades fundamentales para el logro de la
competitividad en este nivel es la de generar consenso social con respecto a los objetivos, las
estructuras y las políticas a instaurar.

ii.

Patrón básico de organización político, económico y jurídico, formado por: el plano
económico orientado a la competencia y a la inserción en los mercados internacionales; el
plano político separando Estado, economía y actores sociales junto con diálogo y
cooperación entre estos subsistemas; y el plano jurídico con normas claras, seguridad y
credibilidad institucional, transparencia.

iii.

Capacidad estratégica y política de los actores sociales, indispensables para que los actores
sociales logren establecer un consenso viable en torno al objetivo de la competencia
internacional y desarrollen estrategias de mediano plazo.

d. Determinantes del Nivel Meso: los espacios económicos dinámicos se distinguen por condiciones
generales que incentivan la innovación (educación básica, sistema universitario, etc.) y por
instituciones específicas para clúster o sectores, que contribuyen a cristalizar ventajas competitivas
específicas (por ejemplo, institutos tecnológicos sectoriales, centros de formación especializados).
La competitividad en este nivel, por tanto, requiere de políticas activas destinadas al desarrollo del
espacio meso. Este espacio se conforma por factores sobre los que debe influir tanto el Estado como
los actores sociales (bancos, empresas, instituciones intermedias), vinculados a la articulación de
procesos de aprendizaje a nivel de la sociedad, al desarrollo de políticas de apoyo específico y la
formación de estructuras. (Esser, et. al. 1994)

En últimas, se puede considerar que la competitividad está en función de la eficiencia de sus
empresas, las políticas gubernamentales para promover el crecimiento económico y el desempeño de sus
principales ciudades para atraer nuevas inversiones que generen empleos y coadyuven al crecimiento
económico local. Según Rodríguez-Álvarez et. al. (2016), en el sector de los servicios es muy importante
la atención al cliente, incluso más que la infraestructura. No basta con tener equipos modernos que
permitan ofrecer un servicio de calidad, si la atención al cliente es deficiente. Por tanto, es necesario
conocer sus preferencias, gustos y necesidades. Son los clientes quienes evalúan permanentemente, antes,
durante y luego de la prestación del servicio, y son ellos los que determinan la calidad en función de su
percepción, más no de la percepción de la de la organización que lo presta. La calidad del servicio es un
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proceso, que va desde la planeación hasta la ejecución, que requiere tiempo y se relaciona directamente
con la mejora continua, donde se miden los resultados y, finalmente, en la retroalimentación, evaluar y
corregir si es necesario. La calidad del servicio implica el compromiso de toda una organización.

1.4. Competitividad en Colombia
En 1991, con la creación del Ministerio de Comercio Exterior, se formula la Política Nacional de
Productividad y Competitividad, con el objetivo de contribuir a las políticas de diversificación de la oferta
exportable. Sin embargo, el mercado colombiano exige la sofisticación de la oferta interna, teniendo en
cuenta la producción competitiva en el contexto de la apertura económica. En dicho contexto, las cadenas
productivas surgen al finalizar los años noventa. Allí se inicia el conocimiento acerca de las ventajas del
trabajo en clúster. Asimismo, mediante el programa Colombia compite, diferentes proyectos son
realizados, a nivel sectorial, para fortalecer la competitividad. Se consolida el Sistema Administrativo
Nacional de Competitividad (SNC), para el seguimiento de las actividades y políticas sectoriales, y se crea
el Consejo Privado de Competitividad (CPC) en el 2006, conformado por el sector empresarial y la
academia (Lombana et. al., 2008).

En 2007, el Informe del CPC indica algunos elementos importantes, entre los que se destacan: el
crecimiento en ciencia y tecnología, en infraestructura y logística, en educación; la reducción y
optimización de las tasas impositivas a las rentas corporativas; y, por último, la reducción de la
informalidad para la mejora de la competitividad. De igual manera, existen herramientas como el Índice
Global de Competitividad (IGC) del WEF, el cual se ha convertido en el principal referente en materia de
competitividad, a nivel mundial, para medir la posición competitiva de un país. Según este reporte,
Colombia pasó, entre el 2010 y el 2014, del puesto 68, entre 139 países, al puesto 66, entre 144 países. De
allí se infiere que el país está cada vez más lejos de la meta de convertirse en el tercer país más
competitivo de la región, meta establecida en el plan Colombia Visión 2032 (Consejo Privado de
Competitividad, 2007). Por lo tanto, existen grandes retos; por ejemplo, mayor innovación, mejoras en
materia logística, uso de tic, capacitación del capital humano, trabajo en clúster, vínculos entre universidad
y empresa (Consejo Privado de Competitividad, 2015). Los más recientes resultados de la competitividad
colombiana, arrojados por el Informe de Competitividad de la WEF reflejan que el país ocupa el puesto
número 61 entre 140 países, con los siguientes resultados de acuerdo a los doce pilares de la
competitividad.
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Aludiendo a Fúquene, et. al. (2013), en Colombia se retoman diferentes enfoques de
competitividad; por ejemplo, en el nivel de nación, en el documento Conpes 3439 de 2006 (sobre
Institucionalidad y Principios Rectores de Política para la Competitividad y Productividad), se afirma que
la competitividad es la capacidad que tiene un país para la producción eficiente de bienes con óptimos
niveles de aceptación en los mercados externos. Asimismo, en el nivel empresarial, el Departamento
Nacional de Planeación (DNP) la define como un conjunto de factores y políticas que propician la
creación de mayor valor para las empresas -productividad y prosperidad para la población con el menor
impacto ambiental (DNP, 2009). Adicionalmente, Ramírez (2008) propone un nivel regional afirmando
que las empresas logran su competitividad, no solamente alcanzando niveles sofisticados de operaciones y
de sus estrategias o buscando un posicionamiento a través de productos o servicios diferenciados, sino
también, a través de la localización de los activos específicos que una región o espacio geográfico les
pueda suministrar. Esto último es lo que se denomina tradicionalmente ambiente de los negocios y tiene
que ver con unas condiciones del nivel nacional, pero, sobre todo, con condiciones del nivel
departamental, de ciudad o clúster que facilitan o inhiben el proceso de creación de valor en las empresas.

A partir de lo anterior, se encuentra pertinente retomar el planteamiento de Garay (2004), quien,
dada la complejidad y diversidad de enfoques existentes, clasifica la competitividad según los factores que
la determinan en tres tipos: empresarial, estructural y sistémica. La competitividad empresarial se
establece a partir de factores relacionados con los campos de acción de las organizaciones, la toma de
decisiones y ejecución de éstas, como la gestión, la innovación, la producción y el recurso humano. La
competitividad en una empresa está asociada con conceptos como la rentabilidad, la productividad, los
costos, el valor agregado, el porcentaje de participación en el mercado, el nivel de exportaciones, la
innovación tecnológica, la calidad de los productos, entre otros. También se pueden encontrar indicadores
como productividad de la mano de obra, productividad del capital, etc. (Padilla, 2006). La competitividad
estructural se refiere a la mejora continua en función de nuevas alianzas a través de la interacción entre
empresas, gobiernos, industrias y regiones innovadoras, las cuales incorporan los determinantes políticos y
económicos del desarrollo industrial de un país, estado o región desde los niveles macro, meso y micro
(OCDE, 1992)

De acuerdo con Montoya, et. al. (2010), Colombia tiene oportunidades para mejorar su
competitividad a partir de la articulación de sus diferentes niveles institucionales y productivos y un
33

planteamiento sistémico e integral, incluyendo significativamente el fomento de la Pyme. En la mayoría
de indicadores internacionales de competitividad el país se ubica en un puesto medio. Por ejemplo, en el
Índice de Competitividad Global (IGC), preparado por el FEM, para el año 2011 se posiciona al país en el
puesto 68 (igual posición que el año anterior) entre 142 países. En este contexto colombiano los índices
más difundidos son: el Índice Global de Competitividad del FEM, el Índice de competitividad del IMD y
el Índice Haciendo Negocios (Doing Business (DB)), publicado por el Banco Mundial (Padilla, 2006),
entre otros. Cabe resaltar que la medición, en el ámbito nacional en la década de los ochenta, se basaba en
el desempeño macroeconómico y en variables como la productividad, el conocimiento, la tecnología y la
calidad de la demanda como determinantes de la competitividad. A inicios de la década de los noventa se
comenzaron a realizar estudios sectoriales de competitividad, enfatizando en el ambiente competitivo de
las empresas. En la actualidad se emplean herramientas transversales de medición que facilitan la
interrelación de las áreas funcionales de una organización y el cálculo de la competitividad. Los sistemas
de información juegan en este sentido un papel estratégico, por cuanto permiten la planeación de recursos
en la empresa facilitando la gestión estratégica de la organización y una gestión más integral o sistémica.

La academia, por su parte, ha realizado aportes en el entendimiento conceptual de la
competitividad: su definición y aplicación de metodologías para medirla, así como su desarrollo en las
regiones. Así, por ejemplo, para su medición se diseñó el Índice de Competitividad Colombiana con
terceros países, el cual mide la competitividad de las exportaciones colombianas, no con sus socios
comerciales directos sino con los países que compiten con dichas exportaciones, específicamente en el
mercado estadounidense (Huertas, et. al., 2003). De otro lado, la Universidad de los Andes realizó una
detallada evaluación de los indicadores de competitividad utilizados por el FEM para adecuarlos a las
condiciones de competitividad de los países de la región andina y, en especial, de Colombia; como
resultado se propuso una serie de indicadores adicionales o alternativos. Recientemente, la universidad
Nacional de Colombia, conjuntamente con la secretaria técnica de la Comisión Nacional de
Competitividad, estructuró el desarrollo de las Comisiones Regionales de Competitividad (CNC) de los
32 departamentos y actualizó los Planes Regionales de Competitividad (PNC), fortaleciendo en ambos
casos los procesos de seguimiento y control, así como la medición de los impactos. En el Sistema de
Inteligencia Competitiva de Colciencias es posible encontrar diferentes estudios que se han desarrollado
por universidades y otros entes del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTI, como
los Centros Regionales de Productividad, los Centros de Desarrollo Tecnológico, los Centros de
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Investigación (Cenis)), los cuales, a nivel nación, región y sector, han intentado aportar al desarrollo del
tema en Colombia. No ha sido suficiente, pero es importante resaltar que se cuenta con una masa crítica
intelectual para abordar este aspecto. (Fúquene, et. al., 2013, p. 36)

En todo caso, según Fuquene, et. al. (2013), desde 2010 los planes de desarrollo consideran
aspectos claves para incrementar la competitividad a partir de los ejes: i) la innovación, ii) la política de
competitividad y de mejoramiento de la productividad y iii) la dinamización de sectores “locomotora”
(nuevos sectores basados en la innovación, el sector agropecuario, la vivienda, la infraestructura y el sector
minero-energético), que a través de su impacto directo e indirecto lideren el crecimiento y la generación
de empleo. En este sentido y de manera particular, el eje de competitividad y productividad busca
responder a la necesidad que tiene el país de establecer una política que ataque los elementos estructurales
que generan la informalidad laboral y empresarial y las limitaciones existentes en los servicios de
infraestructura de transporte y logística que incrementan los costos y se equiparan a un sobre‐arancel que
disminuye la capacidad de competir en mercados internacionales. Ésta política se sustenta en tres
estrategias: (i) Desarrollo de competencias y formalización para la prosperidad: que incluye como
lineamientos el mejoramiento de la calidad de la educación y desarrollo de competencias y la
formalización laboral y empresarial; (ii) Infraestructura para la competitividad: busca apoyar el desarrollo
del transporte y la infraestructura del país para lo cual se fortalecerán las acciones de implantación de la
Política Nacional Logística (PNL). Los grandes temas a trabajar en el componente de infraestructura son:
servicios de transporte y logística y TIC, como herramientas indispensables para la transformación
productiva del país; y (iii) Apoyos transversales a la competitividad: se orientan a mejorar el acceso a
servicios financieros, al desarrollo del mercado de capitales, al mejoramiento del entorno de negocios y a
la participación privada en la oferta de bienes públicos.

En infraestructura se busca eliminar los cuellos de botella en infraestructura, logística y transporte
para acelerar la ejecución de las obras contratadas; hacer mantenimiento y mejoramiento de la
infraestructura actual y futura; fortalecer institucionalmente al sector y establecer alianzas público privadas
e instrumentos que incentiven la participación de capital privado en la financiación de las obras. Las
estrategias para la competitividad en el sector se recogen en la política de Infraestructura de Transporte
que se basa en procesos integrales de planificación a partir de estudios técnicos para la toma de decisiones,
en la definición de lineamientos estratégicos para la adaptación y mitigación del riesgo frente a desastres
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naturales, en el desarrollo de programas relacionados con las apuestas productivas y sectoriales, en la
adopción de nuevos y mejores mecanismos de financiación y en la integración y desarrollo regional. Por
ello, el sistema logístico y de transporte es un componente fundamental de la estrategia nacional de
desarrollo que redunda directamente en la reducción de los costos de transporte, el incremento en la
rentabilidad de las actividades productivas y la reducción de los tiempos de movilización, incidiendo
directamente en todas las actividades económicas. Con la expedición Ley de alianzas públicos privadas
(1508 de 2012) y la Ley de infraestructura (1682 de 2013), se crea un nuevo marco normativo, que unidas
a la modernización institucional, las iniciativas del Gobierno y del sector privado, permitirán un avance
significativo en la calidad y cantidad de infraestructura en Colombia, representando una oportunidad única
de desarrollo para el país.

Desde esta perspectiva, el Banco Interamericano de Desarrollo, Foro Económico Mundial y el
banco mundial, coinciden en que Colombia ha mejorado sus indicadores de competitividad a nivel
internacional desde el año 1993 a 2014, al tiempo que incrementó sus inversiones en infraestructura y
construcción hasta 7.94% del PIB para el año 2014. Destacando las tres generaciones de concesiones
viales como el mecanismo apropiado para el desarrollo de las asociaciones público privadas, que ha
permitido la distribución de los riesgos entre cada uno de los partícipes de los proyectos de infraestructura
vial, proyectando con la implementación de la cuarta generación optimizar el impacto de los recursos en la
construcción de nuevas vías, rehabilitación y mantenimiento de las existentes, valorado en 3271.53
smmlv/km hasta la tercer generación. (Ramírez, 2015)

Teniendo en cuenta el marco anterior, el sector transporte, bien en sus diferentes dimensiones,
juega un papel fundamental en la consolidación de los procesos de globalización y de competitividad del
país. Por lo anterior, aspectos como el tráfico y la eficiencia de elementos como el recaudo en el marco de
las concesiones de las vías del país se convierten en ejes transversales que contribuyen a mejorar la
competitividad no solo del sector sino de los demás sectores económicos, así como de la infraestructura
necesaria para dar operatividad el sistema de transporte, dada su importancia y trascendencia en la
realización de las diferentes actividades.
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2. MARCO METODOLÓGICO

2.1. Tipo y Diseño de Investigación
Para dar respuesta a la pregunta de investigación se propone un tipo de investigación descriptiva,
la cual busca especificar propiedades, características y rasgos importantes del fenómeno objeto de
investigación (Prior, 2009). Este tipo de investigación tiene la característica esencial, que define variables
aptas para ser medidas; también cabe resaltar que este tipo de estudio mide independientemente conceptos
y variables. Para el caso particular se planteó la hipótesis de que la medición de la eficiencia del tráfico y
recaudo del transporte de carga pesada terrestre en el marco de la infraestructura vial, permite identificar o
generar estrategias que contribuyan al mejoramiento del crecimiento y desarrollo regional. Para lo
anterior, se utilizan los datos suministrados por la ANI (2017) para el periodo 2008-2015 y se estiman los
indicadores de eficiencia definidos por la institución.

2.2. Método
Para la realización de este proyecto se utilizará una metodología mixta ya que, por un lado, trabaja
con datos históricos relacionados con la infraestructura vial, es decir investigación cuantitativa y, por otro
lado, trabaja caracterizando las concesiones como mecanismos de competitividad, es decir investigación
cualitativa. En este sentido, se realiza una descripción de la evolución de la infraestructura vial en
Colombia desde un marco institucional y legal, identificando los aspectos más relevantes que han
permitido el desarrollo y crecimiento de la infraestructura propiamente dicha así como de las regiones de
Colombia en términos socioeconómicos; adicionalmente se realiza un análisis descriptivo respecto del
transporte de carga pesada para identificar y/o explicar aspectos que contribuyan al desarrollo de la
investigación.

De otra parte, se consideran o caracterizan las concesiones como aquellos mecanismos
generadores de competitividad en el marco de la infraestructura vial. En esta parte se identifican y
mencionan debilidades y fortalezas de cada una de las mismas para determinar aspectos de mejora que
pueden influir en el desarrollo de lo que se ha denominado como APP para las concesiones y su
incidencia en la eficiencia de la movilidad del transporte de carga pesada así como del recaudo mediante
los peajes y el mejoramiento en la optimización de espacios, tiempos y costos con miras a generar y
fortalecer el intercambio de bienes y servicios entre regiones básicamente. En ese sentido, se relacionan
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dichos aspectos con la competitividad sistémica que sugiere diferentes dimensiones y determinantes para
garantizar la interrelación de los actores intervinientes en el proceso crecimiento y desarrollo regional.

2.3. Definición de Variables e Indicadores de Eficiencia
En esta parte se utilizan los indicadores que se calculan como resultado de la operación estadística
que de acuerdo con (INVIAS, 2009, pág. 14), “se define el volumen de transito promedio diario TPD,
como el número total de vehículos que pasan durante un periodo dado (en días completos) igual o menor a
un año y mayor que un día, divido entre el número de días del periodo”:
-

Ingreso neto

-

Transito promedio diario anual (TPDA) = Tráfico anual /365

-

Transito promedio diario mensual (TPDM) = Tráfico mensual/30

Por ser una operación estadística basada en un registro administrativo, no se utilizarán estimadores
de precisión de los datos como errores de muestreo, coeficientes de variación, intervalos de confianza,
entre otros. Sin embargo, se utilizarán los siguientes indicadores, los cuales serán objeto de análisis en el
marco de la competitividad sistémica:

a. Índice de tasa de respuesta: Presenta la relación entre el número de concesiones registradas y
el número de concesiones con información reportada en el sistema. La información cargada al
sistema, corresponde a los reportes mensuales que cada interventor, previa verificación con el
operador. Este indicador tiene como objetivo determinar el grado de respuesta y la cobertura.
Su cálculo es:

-

Fd: Fuentes diligenciadas: número de concesiones con información reportada en el sistema

-

Fr: Fuentes registradas: Total de concesiones vigentes a cargo de la ANI

-

ITRF = (Fuentes diligenciadas / Total fuentes registradas) *100

El nivel de referencia debe ser del 100 por ciento, correspondiente al total de las concesiones
que reporten mediante la interventoría la información en el sistema para los registros de Tráfico y
recaudo del modo carretero para las vías concesionadas a cargo de la ANI.
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b. Tasa de cobertura por registro: Presenta la relación entre el número de variables con
información efectiva diligenciada y el número de variables diligenciadas esperadas por cada
registro. El indicador mide el grado de cobertura para cada registro mensual diligenciado por
peaje según el proyecto de concesión correspondiente.

-

Re: Registros efectivos: Número de variables diligenciadas y validadas en el proceso de
crítica por estación de peaje.

-

Res: Registros esperados: Número de variables definidas para diligenciamiento por cada
estación de peaje.

-

TCR= (Registros efectivos / Registros esperados) *100
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3. EVOLUCIÓN DE LA INFRAESTRUCTURA VIAL EN COLOMBIA

3.1 Panorama Histórico
Según Pérez (2005), entre 1900 y 1960, aproximadamente, la movilización por carretera entre los
diferentes centros urbanos era una actividad muy compleja, no sólo por el lento desarrollo de las obras
sino además por la gran dispersión a lo largo de todo el territorio. Sólo hasta finales de los años cuarenta y
principios de los cincuenta, se inició una nueva etapa en la historia del desarrollo vial del país con la
construcción de nuevas redes de transporte y el mejoramiento de las existentes. En dicho contexto, fueron
múltiples los factores que incidieron en el cambio de la dinámica vial en Colombia, dentro de los factores
externos sobresale el período de posguerra que llega al país con el aumento del número de vehículos
causado por la recuperación de la economía mundial. Este incremento del parque automotor demandaba
un mayor mantenimiento de la red vial existente, así como un aumento en el número de carreteras
alternas. Dentro de las causas internas se destacó la necesidad de una mayor movilización hacia los
centros de oferta de los bienes debido a que, como se mencionó anteriormente, la distribución vial hasta
ese momento se fundamentó en el servicio a los centros de demanda.

Posterior a 1970, fue tal el desarrollo de la infraestructura vial que el crecimiento promedio anual
de la red nacional se ubicó por encima del crecimiento del PIB en el mismo período. Los proyectos dieron
inicio con los dos planes viales llevados a cabo entre 1950 y 1958, período durante el cual se construyeron
y repararon cerca de 4.600 km de vías. Sólo hacia los años sesenta se empieza a observar al sistema vial
como un instrumento de interconexión regional que permitió la integración de los mercados localizados
en diferentes zonas del país. De modo tal que se proyectaron obras orientadas a conectar las vías
regionales existentes a las más importantes troncales del país. Para la siguiente década, la red secundaria y
terciara habían evolucionado de forma significativa gracias a los fondos de financiamiento creados para tal
fin.

Entre 1975 y 2000 fue fundamental el desarrollo de la infraestructura vial del país, se dio
continuidad a los proyectos de integración regional y, adicionalmente, se adelantaron otros hacia el
fortalecimiento carretero del comercio internacional. Fue tal la importancia de las obras realizadas que el
total de la red vial nacional y pavimentada se duplicó, aumentando en cerca de 5.600 km, mientras que las
carreteras vecinales y departamentales aumentaron su longitud en 55.000 km. Estas obras fueron
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realizadas a través de instituciones como el Fondo Nacional de Caminos Vecinales (FNCV) y el Fondo
Nacional Vial (FNV) en el marco de un Plan Vial que pretendía desarrollar la existente infraestructura de
transporte del país. En algunos otros casos se realizaron mejoras en la infraestructura tales como la
reducción en las pendientes de las vías, lo que permitió reducir los costos de operación de los
transportadores. En otros casos se eliminó el paso por algunas poblaciones intermedias lo que permitió
reducir el tiempo de operación.

Este conjunto de proyectos de inversión en infraestructura vial llevó a que algunas zonas del país,
como por ejemplo la Costa Caribe, se integraran mejor con el interior. En últimas, no parece que se haya
dado una concentración espacial de la red nacional en las zonas más desarrolladas de Colombia. Así,
después de concebir el sistema vial como un instrumento de interconexión regional, la proporción de
carreteras pavimentadas aumentó en los departamentos de menos desarrollo económico relativo –Cauca,
Huila, Caquetá, Meta, Nariño, Magdalena y La Guajira- mientras que se redujo en Cundinamarca, el viejo
Caldas, Tolima, Bolívar, Córdoba y Santander; sólo en el Valle y en Antioquia aumentó ligeramente la
proporción de vías pavimentadas, hasta finales de los años sesenta, en los que empezaron a perder
importancia frente a otros de menor desarrollo relativo.

En Colombia, la adopción del modelo estructuralista constituyó nuevas condiciones de juego para
el sistema económico; pese a que se esperaba que las condiciones de paridad se igualaran entre los
sectores, el país se fragmento y las distancias acortadas por medios viales se hicieron más extensas, puesto
que la integración nacional que se quiso no se movilizó en conjunto con todos los sectores nacionales.
Solo hasta finales de la década del setenta, el Plan de Desarrollo del Presidente Turbay (1978-1982), fue
pionero en formular la infraestructura vial como componente del desarrollo e integración interregional;
además, posicionó las vías como sector relevante dentro de los niveles de eficiencia de otros sectores. En
este periodo, una red vial acorde a las necesidades de cada región permitiría alcanzar niveles de
producción y distribución hacia diferentes partes del país y lograría específicas ventajas comparativas
entre regiones. (González, et. al., 2006)

Con dicho modelo el comercio que venía en incremento dio paso para considerar su papel frente a
un nuevo escenario de intercambio llevando a mejorar aspectos relacionados con el producto, los procesos
productivos y el fortalecimiento de la infraestructura empresarial, componentes necesarios para determinar
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una capacidad y posicionamiento en el mercado, es decir competitividad. Así, bienes de capital
importados se requirieron para llevar a cabo reestructuraciones necesarias, pero la inadecuada
infraestructura disminuyó la competitividad de las tarifas en fletes de transporte, incrementó los precios y
afectó igualmente la competitividad regional. Con esto, el desarrollo de nuevos proyectos se restringió y el
acceso a factores productivos como créditos, tecnología y riego, contribuyó a mantener difícil la situación
del campesino. Con la Constitución de 1991, el proceso descentralizador se fortaleció, se priorizaron los
gastos de Gobierno y fueron replanteadas las competencias nacionales, departamentales y municipales en
el desarrollo de las carreteras del país. El sector privado tuvo garantías de riesgo y su participación en la
expansión vial fue posible esta vez, pero en realidad los resultados no fueron para nada satisfactorios.
Durante los años noventa, se amplió el desempeño del sector y el papel de las concesiones en su
evolución. (Fainboim-Yaker y Rodríguez-Restrepo, 2000)

Acosta, et. al. (2008) mencionan que, considerando la opinión de los expertos del momento, la
concentración geográfica de la actividad económica de Colombia, como su accidentada geografía, hacían
que la infraestructura, en especial la de transporte vial, tuviera en el país un impacto en los costos de las
empresas y su competitividad. Por lo anterior, el consenso respecto a que el rezago en las inversiones en
infraestructura básica, la debilidad de los marcos regulatorios y de la institucionalidad del sector, y la
inexistencia de instrumentos contractuales que atrajeran y permitieran la participación de inversionistas
institucionales, incidían negativamente tanto sobre la disciplina de los proyectos relacionados como en la
competitividad sistémica de Colombia toda vez que se constituyen en factores de costos adicionales del
transporte vial y la actividad productiva.

3.2 Las Concesiones como instrumento de competitividad
A partir de 1990, el desarrollo de proyectos viales con participación privada fue un hecho cuenco
se dio inicio al Sistema de Concesiones Viales y con la Constitución Política de 1991, se formalizó el
escenario para la participación de agentes privados en una actividad que hasta ese momento había estado
limitada a la contratación de servicios de mantenimiento y actividades afines (Acosta, et. al., 2008). De esa
forma, en 1992 el Gobierno nacional pone en marcha el programa de concesiones1, en un contexto donde

1

Las concesiones son el medio de vinculación de capitales privados por excelencia para la inversión en
infraestructura vial y son ampliamente utilizadas por las potencias económicas mundiales: Estados Unidos, China,
Brasil, entre otros, como herramienta de apalancamiento en el desarrollo de proyectos con alto impacto en el
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el país empezaba a afrontar los desafíos frente a los procesos de globalización, apertura económica y crisis
fiscal.

En un estudio de la Gobernación de Antioquia junto con las Universidades de Antioquia y la
Universidad Pontificia Bolivariana (2015), se menciona que la participación de privados en el desarrollo
de infraestructura vial se ha mantenido hasta la actualidad, contando a la fecha con tres modelos distintos
de concesión –primera, segunda y tercera generación–, antecedentes del actual Programa Cuarta
Generación de Concesiones Viales, a saber:

3.2.1. Primera generación de concesiones viales (1993-1997)
Este primer modelo de concesiones se enmarca en un contexto de transformaciones políticas y
económicas a nivel mundial, caracterizado en Colombia por una apuesta de desarrollo fundamentada en
planteamientos neoliberales, en particular, un mayor adelgazamiento del Estado a favor de una mayor
injerencia del sector privado. Como señala Otero (2009), citado por la Gobernación de Antioquia, et. al.
(2015), el nuevo modelo se sustentó en la premisa de que “las economías más competitivas son más
eficientes, y de que las economías más eficientes han generado mayor crecimiento y equidad” (p. 194).

En ese sentido, el comienzo de la década del 90 se vio marcado por una apuesta del gobierno de
turno orientada hacia la apertura económica. Así, con el nuevo modelo, la producción interna para el
comercio exterior supuso nuevas prioridades para el sector transporte, las cuales fueron plasmadas en el
Plan Vial de la Apertura del presidente César Gaviria (1990-1994). Éste identificó como prioridad la
mejora cualitativa de la red vial; señaló como causa de las ineficiencias del sector transporte, el
debilitamiento de los entes locales como ejecutores de obras públicas. Además, argumentaba que el hecho
de que las vías estuvieran a cargo de la Nación, el departamento o el municipio, respondía a intereses
políticos del estado y de los entes territoriales locales, y no a criterios técnicos que diferenciaban entre vías
primarias, secundarias y terciarias.

Por lo anterior, el Plan propuso una distribución de responsabilidades, en donde estableció que el
Fondo Vial Nacional (actual INVIAS) estaría a cargo de las carreteras nacionales; los departamentos de

desarrollo económico. En Colombia se utilizan algunas modalidades desde el año 1993, con cuatro grandes periodos
a la fecha llamados generaciones de concesión vial. (Ramírez, 2015)
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las vías regionales y los caminos de penetración, poniendo de sus propios recursos para construir las vías;
finalmente, serían los municipios los encargados de cofinanciar e inducir las inversiones de los
departamentos en el área de jurisdicción, así como de las vías de penetración. En 1993 es expedida la Ley
de Trasporte (Ley 105 de 1993), la cual reglamentó la participación privada en este sector y creó las
instituciones de regulación y control requeridas para su concreción; se identificaron, además, los proyectos
susceptibles de ser desarrollados bajo este sistema y se aprobaron trece que conforman la primera
generación de concesiones, adjudicadas entre 1994 y 1997; el resultado, aunque no fue la finalidad de la
política vial del gobierno del momento, los proyectos desarrollados dieron como resultado indirecto la
integración de varias regiones por fuera de la red vial nacional (entre ellas, los Montes de María, la región
occidental del Magdalena Medio y el Llano y Putumayo), particularmente por su importancia económica
para el país.

Los proyectos de primera generación se enfocaron principalmente hacia labores de rehabilitación
y ampliación de calzadas. Contaron con garantías ofrecidas por la Nación (tanto de ingreso mínimo como
de sobrecostos de construcción) esto debido a que en el momento en el que salieron las licitaciones se
carecía de estudios, diseños de ingeniería y análisis de demanda más precisos, lo que supuso cambios en
los diseños inicialmente establecidos, originando inversiones no previstas y mayores cantidades de obra.
Sumado a esto, la estructura contractual de los proyectos de primera generación, no contempló algunos
aspectos, que eventualmente se tornaron problemáticos al momento de ejecutar las obras, tales como:
sobrecostos por la compra de predios, conflictos con las comunidades y problemas para realizar el cobro
de valorización.

En resumen, las principales debilidades de las concesiones de primera generación consistieron en:
demora en la aprobación de licencias ambientales, cambios en los diseños inicialmente establecidos, que
originaron inversiones no previstas, así como mayores cantidades de obra (en muchos casos a cargo de la
nación). Otras de las debilidades identificadas fueron los cambios en el inventario predial como
consecuencia de la variación de los diseños originales y retrasos en la adquisición y entrega de predios; se
cuentan también problemas de concertación con las comunidades, reubicación de casetas de peajes
inicialmente pactadas en el contrato de concesión y la excesiva garantía de ingreso mínimo para
inversionistas (Acosta, et. al., 2008).
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3.2.2. Segunda generación de concesiones viales (1995-1999)
En 1995, los lineamientos del documento CONPES 2775 dan inicio al proceso de concesiones de
segunda generación que pocos avances demostró en materia de carreteras. Como resultado de la
evaluación de los problemas presentados en la primera generación de concesiones, se propuso subsanar
los problemas identificados durante dicho proceso. En ese sentido se prestó mayor atención al tema de la
distribución de riesgos al sector privado, trasladando el riesgo de construcción y el riesgo comercial al
concesionario; además, se buscó la realización de estudios de ingeniería definitivos, un mayor énfasis
técnico a los estudios de demanda y la consecución de licencias ambientales y avalúos prediales.

En consonancia con Acosta, et. al. (2008), en los nuevos lineamientos que rigieron los contratos
de esta segunda generación, se estableció que los contratistas debían completar la consecución de licencias
ambientales y de fichas prediales antes de iniciar la construcción; se modificaron los mecanismos de
adjudicación, poniendo a competir los aportes de la Nación y las garantías de construcción, tráfico y riesgo
cambiario y, con el fin de superar las demoras producidas en el otorgamiento de las garantías por parte del
Gobierno nacional, el Banco Mundial otorgó un crédito puente al INVIAS, para solventar tales garantías
mientras le era posible disponer de los recursos del presupuesto nacional. De todas maneras, los proyectos
que integran la segunda generación son dos: el primero El Vino-Tobiagrande-Puerto Salgar-San Alberto,
firmado en 1997 y que se extendió hasta el año 2013, declarándose su caducidad luego de un largo litigio.
El segundo se refiere a la malla vial de los departamentos del Valle del Cauca y Cauca firmado en 1999.

Según Zamora, et al. (2012), en las concesiones viales de segunda generación mejoró tanto la
coordinación institucional como los mecanismos de estructuración técnica, financiera y legal; no obstante,
se resalta como principal debilidad del modelo de concesiones de segunda generación la respectiva
resistencia del sector financiero a apoyar las nuevas concesiones; esto pudo estar motivado por los
problemas evidenciados en la primera generación respecto al diseño de los proyectos, sumado al deterioro
de la situación económica del país a partir de 1997.

Aludiendo a la Gobernación de Antioquia, et. al. (2015), en cuanto a las políticas de desarrollo de
la infraestructura vial para este período, el gobierno de Samper (1994-1998), se encargó de dar
continuidad a los lineamientos trazados por Gaviria, impulsar el modelo de concesiones y afianzar el
proceso de descentralización de la red secundaria y terciaria, invirtiendo el 97% de los recursos destinados
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al sector en red primaria. Por su parte, Pastrana además de continuar con las prioridades de inversión de
sus antecesores, sacó a concesión cuatro proyectos ubicados en la troncal central, en la troncal occidental y
en el Valle del Cauca y Cauca. A diferencia de Samper, aumentó los recursos destinados a la red
secundaria y terciaria y consiguió que la nación volviera a asumir algunas vías que habían sido objeto de
la descentralización. Estas decisiones se enmarcaron en el Programa Vías para la Paz. Así, durante el
periodo de Pastrana, el conflicto armado aumentó el interés por la integración de regiones conflictivas, de
allí que la mayoría de los proyectos de Vías para la Paz, se enfocaran a regiones poco integradas y
marginadas, pero cercanas a centros económicos y demográficos importantes, donde la presencia de las
guerrillas –FARC y ELN-, se había asentado con fuerza en los últimos años; tal es el caso de regiones
como: el sur de Bolívar, el Casanare, el Macizo Colombiano, el alto Sinú, el Urabá antioqueño, Caldas,
Arauca, Nariño y Norte de Santander.

3.2.3. Tercera generación de concesiones viales (2002-2007)
El Gobierno nacional estructuró un nuevo programa de concesiones viales, llamadas de tercera
generación, el cual empezó a ser aplicado a partir de diciembre de 2001. La primera administración de
Álvaro Uribe, radicalizó la tendencia iniciada por Pastrana en cuanto a la inversión destinada a la red
secundaria y terciaria. Esta tendencia se consolida con el Plan 2500, plan bandera de las dos
administraciones de Uribe (2002-2006 / 2006-2010), el cual proyectaba la construcción, rehabilitación o
pavimentación de más de 2.500 km entre vías secundarias y terciarias; estableció también que las obras
debían ser concertadas, propuestas y escogidas en Audiencias Públicas. (Otero, 2009).

El antecedente normativo de este nuevo modelo se encuentra en el documento CONPES 3045 de
1998, el cual diseñó un programa de concesiones compuesto por ocho proyectos prioritarios de desarrollo
vial que serían concesionados en distintos plazos. En cuanto a los nuevos cambios normativos e
institucionales en materia de infraestructura vial, en 2004 se reestructuró el Ministerio de Transporte y se
delegó la responsabilidad de administrar los proyectos de concesión vial a una nueva entidad, el INCO, la
cual estaba adscrita al Ministerio. Bajo la responsabilidad del Instituto Nacional de Concesiones (INCO)
se adjudicaron dos nuevos proyectos: Bogotá-Girardot y Pereira-La Victoria, los cuales fueron agregados
junto a los proyectos definidos en el plan original, por lo que la tercera generación de concesiones se
compone de un total de 10 proyectos. La nueva generación de concesiones incluía 3.557 km,
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destacándose el proyecto Ruta del Sol, el cual incorporó variables estructurales en temas de asignación de
riesgos y criterios de adjudicación de contratos (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2013).

Además, bajo este modelo de concesiones se incluye el concepto de corredor vial, el cual se
refiere a “la creación de una serie de vías que permitan la comunicación entre los centros de producción,
consumo, distribución y/o comercialización, mejorando de esta forma la productividad y competitividad
de las mallas viales nacionales y los índices de exportación del país” (Acosta, et. al., 2008, p. 16). Según el
Plan Nacional de Desarrollo de la segunda administración de Álvaro Uribe, en un período de 10 años
(2007-2016) debía desarrollarse una red de infraestructura vial, que de acuerdo al documento CONPES
3536 de 2008, contemplaba 38 proyectos que integraban las denominadas “vías para la competitividad”.
El Ministerio de Transporte priorizó 20 de los 38 corredores establecidos en el documento CONPES
3536, para lo cual tuvo en cuenta factores de competitividad, integración regional y nacional,
conectividad, requerimientos ambientales y sociales, aspectos técnicos, estudios de diseños, disponibilidad
de predios, costos de construcción y mantenimiento, entre otros aspectos que constituyen un cambio frente
a anteriores concesiones viales; estableciendo además que dichos corredores debían ser ejecutados en una
primera etapa comprendida entre el 2009 y 2013 (Zamora, 2012).

Según la Gobernación de Antioquia (2015), como ventajas y fortalezas de la tercera generación de
concesiones se resaltan: el avance de los modelos contractuales y de herramientas de análisis y gestión; la
amplia regulación de la relación contractual, la definición y asignación técnica de riesgos y garantías,
adicional a la estimación de tráfico a partir de modelos de economía espacial y el análisis de contingencia.
Sin embargo, en esta generación algunas de las concesiones de este periodo incumplieron con los plazos
de entrega, destacándose entre varias razones, las siguientes:
El principal obstáculo que tenemos ahí, es el tema de adquisición predial, el desarrollo de las obras, va al
ritmo de la compra de esos predios […] La gente tiene que querer vender o toca expropiar mientras se
ajusta el diseño en algunos puntos, pues eso va generando variaciones en cuáles son los predios que se
requieren […] los puntos que cuentan con la mayor concentración de predios pequeños son los de Silvania
y los que están ubicado en cercanías a la localidad de Soacha, ambos del lado de Cundinamarca. Además,
en dos puntos del trazado, había dos permisos mineros que nos ha generado contratiempos. No obstante,
en febrero de este año, la ANI y la Agencia Nacional de Minería, restringieron la minería que se
desarrollaba en el Alto Canecas, con el fin de brindarle celeridad a las obras. Camilo Mendoza,
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vicepresidente de Gestión Contractual de la Agencia Nacional de Infraestructura. (Gobierno no cumplió
con entrega de doble calzada Bogotá-Girardot, 2013, citado por Gobernación de Antioquia, et. al., 2015,
p. 12).

De esta forma, se indica que es evidente entonces que, si bien en la tercera generación de
concesiones se ha buscado el fortalecimiento de la gestión de valorización y compra de predios, este tema
sigue siendo uno de los principales obstáculos dentro de la planeación y construcción de las obras. A esto,
se suma un conjunto de debilidades para este grupo de concesiones, referidas a: las múltiples
reclamaciones aún no resueltas y las constantes modificaciones a los contratos; la inconsistente aplicación
de las políticas formuladas en torno al tema de las concesiones; y la reducción del alcance físico por
motivos estrictamente financieros, entre otros asuntos. A modo de síntesis, la Tabla 1 muestra las
características principales de las concesiones viales de primera, segunda y tercera generación, referidas
fundamentalmente a los temas que han sido recurrentes en las tres generaciones y que han implicado
afectaciones, problemas, conflictos y retrasos desde la planificación hasta la construcción de las obras.

Tabla 1. Características generales de las concesiones viales de 1ª, 2ª y 3ª Generación en Colombia
Característica
Estudios Previos
Evaluación Financiera
Alcance físico
Licencias ambientales

1ª Generación
Deficientes
estudios
socioeconómicos.
Plazo fijo.
Obras concertadas al
inicio.
No contaban con ellas al
inicio del proyecto.

2ª Generación
Estudios
socioeconómicos
detallados.
Ingreso esperado.
Obras concertadas al inicio.
Obtención previa al inicio del
proyecto. Sobrecostos a cargo
del Estado.

Adquisición de predios

Compras paralelas al
desarrollo del proyecto.

Obtención
antes
construcción.

Aportes de capital

No
había
definido.

Mínimo definido en el contrato.

mínimo

de

la

3ª Generación
Estudios de Demanda.
Ingreso esperado.
Gradualidad
nivel
servicio.
Obtención
licitación.

de

previa

a

Obtención antes de la etapa
de construcción.
Gestión de compra a cargo
del concesionario.
Sobrecostos a cargo del
Estado.
Mínimo definido en el
contrato.

Fuente: Adaptación propia a partir de Acosta, et al. (2008, p. 21).

3.2.4. Concesiones de cuarta generación
En Colombia, en los últimos diez años el comercio exterior ha aumentado su participación en el
Producto Interno Bruto (PIB), considerablemente (la participación del comercio exterior en el PIB pasó
del 36% en 1996 al 47,5% en 2006, según DANE. Adicionalmente, el país adelanto negociaciones para
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mejorar el acceso a los mercados internacionales y las proyecciones indicaron que los volúmenes de
comercio exterior crecerían de manera significativa en los próximos años. Esta tendencia generó una
mayor presión sobre la cadena de servicios logísticos, por lo que las acciones tendientes a optimizar los
procesos relacionados con los flujos de comercio exterior son de importancia estratégica para la
competitividad del país. En este contexto, los nodos de transferencia de comercio exterior son los puntos
de la red de transporte que se constituyen en puertas de entrada y salida de la mercancía. Se consideran
como nodos de transferencia los puertos marítimos, los aeropuertos y los pasos de frontera, y dada su
función se consolidan como una herramienta fundamental para la competitividad del país. (Consejo
Nacional de Política Económica y Social, 2007)

A partir del año 2006, Colombia construye el Sistema Nacional de Competitividad con el que se
buscó articular actores e instituciones privadas y públicas, tanto del orden nacional como regional. En el
mes de marzo de 2006, el CONPES señaló la importancia estratégica del programa de desarrollo de
concesiones de autopistas para el período 2006-2014, y de acuerdo con lo ordenado por la Ley 819 de
2003 y el Decreto 4730 de 2005, adoptó los lineamientos de política que se relacionan a continuación:
a. Promover el desarrollo de proyectos de concesión vial que tengan un impacto favorable en la
productividad y competitividad del país.
b. Fomentar la participación privada en el desarrollo de programa.
c. Promover la optimización de la capacidad de inversión del programa de concesiones.
d. Implementar mecanismos de coordinación entre las diferentes entidades del sector transporte.

En este escenario, nacen las plataformas logísticas como acción fundamental para mejorar la
provisión de infraestructura en el sector. Las plataformas permitirían articular y aglomerar la oferta de
infraestructura y servicios logísticos en territorios de alto potencial, lo que mejoraría la eficiencia de los
procesos logísticos existentes. El Comité para la facilitación de la logística del comercio y el transporte
(COMIFAL) se convirtió en un ente de asesoramiento e interlocución, el cual se fundamentó en 3 ejes
temáticos; Infraestructura y transporte: Se trata de un “departamento” liderado por el Ministerio de
transporte, que en compañía del ministerio de industria y comercio y el departamento nacional de
planeación se encargan de desarrollar todas los proyectos asociados; Facilitación del comercio y logística:
Es el área encargada de facilitar los procesos de documentación y pagos asociados al comercio. Esta
sección es liderada por la DIAN en compañía de PROEXPORT y es apoyado por el ministerio de
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comercio, industria y turismo; y Tecnologías de la información y comunicaciones es el grupo encargado
de las TIC el cual es liderado por el DNP (Departamento Nacional de Planeación) y apoyado por el
ministerio de comercio, industria y turismo. El conocimiento de las políticas planteadas por este tipo de
instituciones fue trascendental para aquellas empresas que ofrecían el servicio de diseño de proyectos de
logística de acuerdo con las necesidades de las empresas contratantes.

Posteriormente, el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014: Prosperidad para Todos, señala la
necesidad de promover la ejecución de proyectos de gran impacto sobre el desarrollo e integración
regional, así como el mejoramiento de la capacidad de la infraestructura vial para fortalecer la
competitividad del país, mediante la conexión de los principales centros de producción y consumo con los
puertos marítimos, aeropuertos y pasos de frontera (Consejo Nacional de Política Económica y Social,
2013). Adicionalmente, el Plan Nacional de Desarrollo resalta: (i) la importancia de estructurar los
proyectos a través de la realización de mejores estudios de pre-inversión; (ii) realizar una gestión
contractual que esté orientada a los resultados; y (iii) que se fortalezca la institucionalidad y el marco
jurídico de la vinculación de capital privado en el desarrollo y financiación de infraestructura física. De
esta manera, emerge el programa de cuarta generación de concesiones, el cual tiene como objetivo
“reducir la brecha en infraestructura y consolidar la red vial nacional a través de la conectividad continua y
eficiente entre los centros de producción y de consumo, con las principales zonas portuarias y con las
zonas de frontera del país” (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2013), dentro del cual se
inscribe el proyecto Autopistas de la Prosperidad.

3.3. El transporte de carga en Colombia
El sector transporte es una herramienta importante dentro de toda economía ya que permite
conectar las diferentes actividades sociales y económicas de una sociedad y por lo general su
comportamiento es directamente proporcional al comportamiento económico del país, es la herramienta
básica para colocar los productos al alcance del consumidor en el territorio nacional o en el extranjero.
(Caicedo, 2013). El transporte de carga por carretera se caracteriza por la participación de un gran número
de actores. En primer lugar, se tienen los generadores de carga como usuarios del servicio; luego, las
empresas de carga que por ley están autorizadas para efectuar el servicio, pero que en la mayoría de los
casos solo son propietarias de un equipo mínimo y, finalmente, está el grupo de los propietarios de
camiones. Este sector se caracteriza por los conflictos que se generan entre los diferentes actores que
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hacen parte de la cadena, la informalidad que impera en las transacciones entre los mismos y los bajos
niveles de seguridad.

El Ministerio del Transporte en su diagnóstico (2011) indica que, si bien Colombia forma parte de
un entorno económico globalizado, siendo los destinos de las mercancías de exportación que tienen su
origen en el país en gran medida hacia los países de Centro y Suramérica. El transporte por carretera
experimenta tasas de crecimiento positivas, dado el desarrollo económico del país, en el que los servicios
son responsables de una mayor generación de valor agregado, siendo uno de los más importantes el de
transporte. No obstante, cabe mencionar en términos de indicadores de medición, dos estudios señalan la
visión y avances en competitividad que registra el país. Por un lado, se encuentra la posición del país en el
índice global de Competitividad del Foro Económico Mundial y, por otro lado, los resultados del estudio
sobre facilidad para hacer negocios del Banco Mundial (Doing Business).

Índice de Competitividad Doing Business: De acuerdo con los resultados del Doing Business, el
país pasó de la posición 53 en el año 2009 a la posición 38 en el 2010, año en el cual el 79% del total de
183 países se encontraba por debajo de Colombia. Una de las variables que se analizan en el Doing
Business corresponde a la de comercio transfronterizo, en el cual el país pasó de la posición 96 en el año
2009 a la posición 97 en el 2010. De los seis elementos que se estudian para determinar la posición en
comercio transfronterizo, se observa que en cuanto a tiempos y documentos para importar y exportar no se
registra ningún cambio, mientras que, en términos del costo, existe un incremento en los US$ por
contenedor, tanto para las importaciones (6,7%) como para las exportaciones (4,73%), lo que resta
competitividad a los productos colombianos en el exterior. (Ministerio del Transporte, 2011, p.14)

Por su parte, el Índice de Competitividad Global es publicado anualmente desde 1979 por el Foro
Económico Mundial. El informe de 2010-2011 evaluó 139 economías de países desarrollados y en
desarrollo. El índice de competitividad mide un conjunto de instituciones, políticas y factores que definen
los niveles de prosperidad económica sostenible hoy y a medio plazo. El Índice mide en un rango de entre
0 y 7 puntos doce factores, que incluyen, entre otras, infraestructura, ambiente de negocios, eficiencia del
mercado laboral, desarrollo del mercado financiero, salud y educación primaria, I+D y tamaño absoluto
del mercado. No obstante, Colombia ocupó el lugar 68 en el Índice de Competitividad Global (IGC)
2010-2011, pierde puestos en el pilar de infraestructura. El informe sobre competitividad global 201051

2011 del Foro Económico Mundial lo dice: “si bien Colombia muestra competitivas fortalezas en la
calidad de su entorno macroeconómico, el tamaño de su mercado interno y el sofisticado nivel de sus
empresas (...), se requiere más inversión para mejorar las redes de infraestructura y llevarlas a estándares
de primera clase". (Ministerio del Transporte, 2011, p.15)

Es así como en la calidad general de la infraestructura desciende del puesto 83 en el año 2009 al
puesto 97 en el año 2010; específicamente, en calidad de carreteras desciende del puesto 101 al puesto
108, por debajo de Ecuador y Perú, puestos 83 y 92, respectivamente. Igualmente, en la calidad en
infraestructura ferroviaria el país perdió 3 puestos, al pasar del 99 en 2009 al 102 en el 2010. También se
observa una caída en la percepción en la calidad de infraestructura aérea, descendiendo del puesto 81 en el
2009 al puesto 89 en el 2010. El único factor que presentó un ascenso fue el correspondiente a la calidad
de la infraestructura portuaria al subir del puesto 107 en el 2009 al 105 en el 2010. (Ministerio del
Transporte, 2011)

En todo caso, Colombia cuenta con algunas empresas que están más organizadas y se agrupan en
asociaciones gremiales, los camioneros en asociaciones de propietarios y algunos generadores participan
en el Consejo de Usuarios. Las asociaciones gremiales de las cuales hacen parte las empresas del subsector incluyen: la Federación Colombiana de Transportadores de Carga por Carretera (COLFECAR); la
Asociación Nacional de Empresas Transportadoras de Carga por Carretera (ASECARGA); y la
Federación de Empresas Transportadoras de Carga de Colombia (FEDETRANSCOL). Los propietarios
por su parte, están asociados en la Asociación Colombiana de Camioneros (ACC). En el Consejo de
usuarios participan algunos de los más importantes generadores de carga; el consejo funciona como un
foro de discusión y generación de ideas para mejorar la operación de transporte. Inicialmente, sólo se
refería a temas de transporte de carga, pero recientemente, está analizando temas de logística. (Ospina,
2004). Pero no es suficiente para contribuir significativamente en el crecimiento de los indicadores
globales de competitividad debido a la carencia de una sistematicidad de la cadena que dinamice los
diferentes componentes de la misma.

De acuerdo con Zamora et. al. (2012), Colombia se caracteriza por contar con un importante
número de centros urbanos y productivos en la parte central del territorio. Por esta razón, y a pesar de
contar con el privilegio de tener un doble acceso marítimo, la infraestructura de transporte (especialmente
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la infraestructura vial) debería poder garantizar una rápida y eficiente movilización de los grandes
volúmenes de carga desde los centros urbanos hacia los centros de consumo que lo requieran. Que ello no
ocurra, afecta los costos de transacción en forma negativa, haciendo que la información en los mercados
regionales sobre los excesos de oferta o demanda de bienes (especialmente los productos agrícolas
perecederos) no pueda ser aprovechada en forma adecuada. El resultado, es el aumento en las disparidades
de las poblaciones más aisladas, las cuales resultan ser precisamente las más pobres del país. Las cifras
muestran que un volumen considerable de movimiento de carga nacional demuestra la importancia del
transporte de carga en términos participación en el crecimiento y desarrollo económico del país, pasando
de 169 mil toneladas, aproximadamente, en 2008 a casi 221 mil toneladas, aproximadamente, en 2013; lo
que infiere una producción significativa de los sectores productivos de la economía y un abastecimiento
regional.
Gráfico 5. Movimiento de carga nacional terrestre (2008 – 2013)
300.000

199.369

220.309

181.021

169.714

191.701
150.000

173.558

0
2008

2009

2010

2011

2012

2013

Miles de Tons.

Fuente: Elaboración propia a partir de: Ministerio de Transporte, Agencia Nacional de Infraestructura - ANI, Aeronáutica Civil,
Superintendencia
de
Puertos
y
Transporte.
En:
file:///G:/Downloads/Transporte%20en%20Cifras%20%20Estadisticas%202015.pdf

De igual forma, la Grafica 4 muestra el número de empresas de cubrimiento nacional relacionadas
con el transporte de carga ha tenido una tendencia al alza hasta el año 2014, siendo un estímulo al
crecimiento en términos competitivos del sector que poco a poco ha venido aumentando su participación
y relevancia en la economía del país, pese a los obstáculos coyunturales de la economía de mercado. Y
esto es como se observa para el año 2015 donde se muestra una leve disminución de 742 empresas debido
a la fusión de algunas por la entrada de organizaciones internacionales que le han sumado competitividad
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al sector. Por su parte, la Grafica 5 muestra el parque automotor del transporte de carga (camiones) ha
presentado algunas variaciones, debido principalmente a la modernización y a la entrega o salida del
sistema del transporte por cuestiones de mecánicas.
Gráfico 6. Empresas de cubrimiento nacional de carga (2008 – 2015)
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Gráfico 7. Parque automotor de camiones de carga (2008 – 2015)
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Las cifras evidencian que el transporte de carga en Colombia requiere de atención por parte de las
instancias gubernamentales respecto de acciones orientadas a su fortalecimiento, también es necesario
potenciar la infraestructura vial que, como se aludió anteriormente, ha tenido inconvenientes
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administrativos, económicos y políticos, contribuye a la movilidad y permite la distribución de productos
determinantes no solo para el consumo sino para realizar diferentes procesos productivos con el propósito
de generar crecimiento y desarrollo regional. De allí que no solo la inversión pública la cual en promedio
para los últimos 6 años puede estimarse en 90% del total invertido dentro del sector, su relación
competitiva con los aspectos técnicos que llevan a determinar las políticas nacionales debe estar
configurada en un escenario multidimensional para su efectividad.
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4. EFICIENCIA DEL TRANSPORTE DE CARGA Y SU RELACIÓN CON LA
COMPETITIVIDAD SISTÉMICA

En este acápite se estiman los indicadores de eficiencia para el transporte de carga pesada para el
periodo 2008 – 2015, a partir de los criterios establecidos por el INVIAS (2009) y definidos como:
Transito Promedio Diario Anual (TPDA) y Transito Promedio Diario Mensual (TPDM). Adicionalmente,
se calcula el Índice de Tasa de Respuesta (ITRF) y la Tasa de Cobertura por Registro (TCR), los cuales
fueron explicados en el capítulo 2 de este documento.

Es de mencionar que dichos indicadores hacen parte de las operaciones estadísticas de la Agencia
Nacional de Infraestructura (ANI) y que por tratarse de un registro administrativo no se utilizan
estimadores de precisión estadística; lo que permite realizar una aproximación analítica al hecho de que la
eficiencia del recaudo a partir de los indicadores e índices mencionados, puede concebirse desde los
niveles de la competitividad sistémica para generar reflexiones en torno a la infraestructura vial que se
requiere para promover y/o fortalecer el transporte de carga como herramienta de colocación de productos
para el alcance del consumidor dentro como fuera del país.
De esa forma, en primer lugar y teniendo en cuenta las cifras ofrecidas por la ANI –información
considerada como reserva estadística y de uso ajustado para el ejercicio académico-, se realiza un
análisis descriptivo del tráfico de carga pesada anual en el país, así como por concesión, y los ingresos
netos recaudados en los peajes establecidos en cada una de las vías reportadas; en segundo lugar, se
interpretan los indicadores de TPDA y TPDM así como los índices ITRF y TCR para ratificar la
eficiencia de los registros administrativos para el transporte de carga pesada en Colombia para el periodo
2008 – 2015; por último, se ofrecerá un análisis experimental desde los resultados de eficiencia y los
niveles de competitividad sistémica.

4.1. Análisis descriptivo del tráfico y recaudo anual del transporte de carga pesada en Colombia
(2008 – 2015).
Entre 2008 y 2013, el país contaba con 23 concesiones de tercera generación y un parque
automotor de carga estimado en 58 mil camiones, según las cifras del Ministerio de Transporte (2013); no
obstante, y a pesar de que aproximadamente el 60% del parque automotor se había ido renovando dadas
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las condiciones coyunturales y legales, y considerando que para 2013 aproximadamente 30% de la red
primaria vial del país se encontraba concesionada, las mejoras adelantadas en la red de infraestructura vial
permitían el tráfico fluido de vehículos de carga por algunas zonas del país, con un registro de trafico
anual, es decir registros de entrada y salida por camión que realizo en cada peaje de su trayecto, de
aproximadamente 22 millones de registros en 2008 y de aproximadamente 38 millones de registros en
todo el sistema, lo que lleva a determinar que de los 58 mil camiones estimados por el Ministerio de
Transporte cada uno de ellos realiza transporte de carga y contribuye con el sistema unas 300 veces
aproximadamente (considerando peajes de ida y de retorno a su lugar de origen, respectivamente). Lo que
lleva a considerar un recaudo considerable para la red de infraestructura vial.
Tabla 2. Concesiones de tercera generación (2008 – 2013)

CONCESION

ÁREA METROPOLITANA DE CÚCUTA Y NORTE DE SANTANDER
ARMENIA-PEREIRA-MANIZALES
BOGOTÁ - SIBERIA - LA PUNTA - EL VINO - VILLETA
BOGOTÁ - VILLAVICENCIO
BOGOTÁ (BOSA) - GRANADA - GIRARDOT S.A.
BRICEÑO - TUNJA - SOGAMOSO
CARTAGENA-BARRANQUILLA
CÓRDOBA - SUCRE
DESARROLLO VIAL DEL NORTE DE BOGOTÁ
DESARROLLO VIAL DEL ORIENTE DE MEDELLÍN
FONTIBÓN - FACATATIVÁ - LOS ALPES
GIRARDOT - IBAGUÉ - CAJAMARCA
MALLA VIAL DEL META
MALLA VIAL DEL VALLE DEL CAUCA Y CAUCA
NEIVA - ESPINAL - GIRARDOT
PEREIRA - LA VICTORIA
RUMICHACA - PASTO - CHACHAGUI
RUTA CARIBE
RUTA DEL SOL SECTOR 2
RUTA DEL SOL SECTOR 3
SANTA MARTA-RIOHACHA-PARAGUACHÓN
TRANSVERSAL DE LAS AMÉRICAS
ZONA METROPOLITANA DE BUCARAMANGA

Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por la ANI (2017).
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Gráfico 8. Trafico Anual Transporte de Carga Pesada en Colombia (2008 – 2013)
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Es de resaltar que las redes viales con mayor flujo de circulación de trasporte de carga son las de
las concesiones de: (i) Armenia-Pereira-Manizales; (ii) Bogotá – Villavicencio; (iii) Bogotá (Bosa) Granada - Girardot S.A.; (iv) Briceño - Tunja – Sogamoso; (v) Desarrollo Vial del Norte de Bogotá; (vi)
Desarrollo Vial Del Oriente De Medellín; (vii) Fontibón - Facatativá - Los Alpes; (viii) Malla Vial del
Meta; (ix) Malla Vial del Valle Del Cauca y Cauca; (x) Neiva - Espinal – Girardot; y (xi) Ruta del Sol
Sector 2 y 3.
Tabla 3. Trafico Anual por Concesión (2008 – 2013)
CONCESION / AÑO
2008
2009
2010
2011
2012
2013
ÁREA METROPOLITANA DE CÚCUTA Y NORTE DE SANTANDER
9.031
33.167
121.912
77.340
116.329
143.560
ARMENIA-PEREIRA-MANIZALES
2.868.191
2.732.647
2.968.522
3.239.409
3.294.320
3.406.666
BOGOTÁ - SIBERIA - LA PUNTA - EL VINO - VILLETA
613.323
630.122
707.967
736.674
995.882
1.142.419
BOGOTÁ - VILLAVICENCIO
2.241.859
2.571.506
2.500.535
3.088.082
3.554.703
3.900.684
BOGOTÁ (BOSA) - GRANADA - GIRARDOT S.A.
1.229.680
1.077.466
1.343.302
1.984.147
2.028.998
2.103.545
BRICEÑO - TUNJA - SOGAMOSO
1.019.052
916.800
1.067.826
1.206.933
1.163.228
1.182.974
CARTAGENA-BARRANQUILLA
355.318
332.334
342.929
386.955
301.673
243.258
CÓRDOBA - SUCRE
572.068
575.340
594.267
730.434
724.108
689.163
DESARROLLO VIAL DEL NORTE DE BOGOTÁ
1.004.583
936.349
981.501
1.186.413
992.588
1.184.475
DESARROLLO VIAL DEL ORIENTE DE MEDELLÍN
2.264.831
2.163.305
2.437.396
2.537.021
2.564.231
2.604.226
FONTIBÓN - FACATATIVÁ - LOS ALPES
2.031.188
2.102.886
2.160.553
2.089.486
2.270.209
2.378.111
GIRARDOT - IBAGUÉ - CAJAMARCA
586.642
600.298
969.940
2.418.190
2.177.368
2.122.986
MALLA VIAL DEL META
1.644.094
1.803.216
1.980.426
2.325.712
2.466.831
2.499.077
MALLA VIAL DEL VALLE DEL CAUCA Y CAUCA
1.666.156
2.033.474
2.533.566
2.586.279
2.705.521
2.637.369
NEIVA - ESPINAL - GIRARDOT
2.041.284
2.052.093
1.930.796
1.372.380
1.509.582
1.662.385
PEREIRA - LA VICTORIA
304.790
297.045
319.038
340.128
344.672
347.874
RUMICHACA - PASTO - CHACHAGUI
278.211
228.653
248.406
251.460
268.535
258.367
RUTA CARIBE
642.077
752.179
800.743
1.097.100
1.377.100
1.485.983
RUTA DEL SOL SECTOR 2
1.678.414
2.793.450
3.183.625
4.020.885
RUTA DEL SOL SECTOR 3
1.579.005
2.572.369
2.981.033
SANTA MARTA-RIOHACHA-PARAGUACHÓN
531.528
514.945
635.642
739.219
719.512
715.001
TRANSVERSAL DE LAS AMÉRICAS
30.269
58.093
129.236
ZONA METROPOLITANA DE BUCARAMANGA
311.193
272.577
333.733
383.146
368.472
352.184
TOTAL GENERAL 22.215.099 22.626.402 26.657.414 33.179.232 35.757.949 38.191.461

Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por la ANI (2017).
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Para el periodo 2014 – 2015, las concesiones aumentan a 41 teniendo en cuenta las estrategias del
Programa de Locomotora para la Infraestructura y la entrada en vigencia de las concesiones viales de
cuarta generación; de esa forma, al parque automotor que venía en 2013 se le sumaron aproximadamente
20 mil camiones de carga lo que permitió una expansión no solo en redes viales sino en transporte de
diferentes mercancías entre las diferentes regiones del país como fuera del mismo (MinTransporte, 2015).
Para este periodo se suman 18 concesiones y las cifras de trafico aumentan gradualmente, llegando a los
43 millones de registros aproximadamente de camiones de carga por el país.
Tabla 4. Concesiones de cuarta generación (2014 – 2015)
CONCESIÓN

AUTOPISTA CONEXIÓN PACIFICO 1
AUTOPISTA CONEXIÓN PACIFICO 2
AUTOPISTA CONEXIÓN PACIFICO 3
AUTOPISTAS AL RÍO MAGDALENA 2
BUCARAMANGA - BARRANCABERMEJA - YONDÓ
BUGA- LOBOGUERRERO
IP - ANTIOQUIA BOLIVAR
IP - CAMBAO-MANIZALES
IP - CESAR - GUAJIRA
IP - MALLA VIAL DEL META
PERIMETRAL ORIENTAL DE BOGOTA SAS
PUERTA DE HIERRO - CRUZ DEL VISO
RUMICHACA - PASTO
RUTA DEL SOL 1
SANTANA-MOCOA-NEIVA
TRANSVERSAL DEL SISGA
VILLAVICENCIO-YOPAL
ZIPAQUIRÁ - PALENQUE

Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por la ANI (2017).

Si bien el flujo continuo con la tendencia indicada anteriormente, las nuevas concesiones
permitieron el acceso de transporte de carga a nuevos actores (productores, comercializadores y
consumidores) lo que generó nuevas acciones y estrategias de producción, comercialización y transporte
en términos de crecimiento y desarrollo regional, aumentando de cierta forma los índices de productividad
y competitividad en las regiones y el país.
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Gráfico 9. Trafico Anual Transporte de Carga Pesada en Colombia (2008 – 2015)
(Cifras en millones de registros)
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Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por la ANI (2017).

En términos de recaudo, los ingresos netos reportados por las concesiones dan muestra de la
eficiencia de los peajes, así como de los mecanismos y organizaciones que velan por el mantenimiento y
mejoramiento de la red vial para garantizar la custodia y orientación de los recursos correspondientes. En
ese sentido y teniendo en cuenta los criterios de fijación del costo de los peajes (Según la Ley 787 de
2002, las tasas de peaje serán diferenciales, por tanto se fijarán en proporción a las distancias recorridas,
las características vehiculares y sus respectivos costos de operación) de la red vial, se evidencia un
aumento casi de 200% entre 2008 y 2015 pasando de, aproximadamente, 370 mil millones de pesos en
2008 a más de un billón de pesos en 2015 con un promedio estimado anual de crecimiento de 16%.

Lo anterior permite inferir no solo una eficiencia del recaudo y el tráfico en el marco de la
infraestructura vial, sino un recaudo que debe satisfacer las necesidades de mantenimiento, mejoramiento
y ampliación de la red vial con miras al mejoramiento de la competitividad del sistema en términos
socioeconómicos.
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Gráfico 10. Recaudo Anual por Trafico Transporte de Carga Pesada en Colombia (2008 – 2015)
(Cifras en millones de pesos)
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Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por la ANI (2017).

4.2. Transito promedio diario anual (TPDA) de transporte de carga pesada (2008 – 2015)
De acuerdo con la ANI (2016), el indicador TPDA se define el volumen de transito promedio
diario TPD, como el número total de vehículos que pasan durante un año por uno o varios peajes de la red
vial. De esa forma, el volumen de transito del transporte carga ha aumentado en promedio diario anual de
60.863 camiones en 2008 a 118.330 camiones en 2015, lo que se estima en 94% de crecimiento promedio
diario anual.

Gráfico 11. Transito promedio diario anual (TPDA) de transporte de carga pesada
(2008 – 2015)
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Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por la ANI (2017).
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4.3. Transito promedio diario mensual (TPDM) de transporte de carga pesada (2008 – 2015).
De acuerdo con la ANI (2016), el indicador TPDM se define el volumen de transito promedio
diario TPD, como el número total de vehículos que pasan durante un mes por uno o varios peajes de la red
vial. De esa forma, el volumen de transito del transporte carga ha presentado una tendencia diaria mensual
creciente pasando de 57.548 en enero de 2008 a 126.958 en diciembre de 2015, lo que evidencia un
crecimiento sostenido de no más de 10% durante los meses del periodo observado.
Tabla 5. Transito promedio diario mensual (TPDM) de transporte de carga pesada (2008 – 2015).
Año / Mes
2008
2009
2010
2011
2012
2013
2014
2015

Enero
57.548
58.137
63.100
79.565
94.423
101.979
104.356
109.111

Febrero
58.714
58.782
62.298
71.387
94.735
97.550
101.609
110.853

Marzo
57.407
62.190
67.270
89.819
98.252
95.499
109.391
111.653

Abril
66.598
57.416
68.743
79.340
88.010
109.977
106.834
112.916

Mayo
60.586
62.268
71.451
90.574
101.237
109.620
116.683
115.715

Junio
59.870
60.945
71.473
93.534
98.259
102.034
105.412
111.782

Julio
63.808
67.753
76.633
97.098
100.923
113.247
119.916
127.674

Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre
60.479
66.590
65.757
60.919
62.226
64.447
66.490
67.094
63.757
64.935
78.892
81.875
83.071
80.950
82.825
101.450 100.469
99.610
101.366
101.763
103.572 103.109
105.530
103.779
100.103
102.500 112.518
116.322
108.477
103.326
111.670 113.099
115.328
113.377
114.297
123.836 130.169
132.209
126.813
126.958

Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por la ANI (2017).

Gráfico 12. Evolución Transito promedio diario mensual (TPDM) de transporte de carga pesada
(2008 – 2015).
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Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por la ANI (2017).
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Se puede inferir que las concesiones como uno de los mecanismos de promoción de la
competitividad de la infraestructura vial, ha generado, por una parte, el aumento en el volumen de tráfico
de carga pesada entre las regiones del país y fuera de ella, y por otra parte, su relación directa con el
aumento del recaudo toda vez que los aspectos relacionados con infraestructura, mejoramiento y/o
mantenimiento de la red vial genera costos y gastos necesarios para garantizar el buen funcionamiento de
la misma y a su vez le da operatividad a los factores económicos, sociales y ambientales, en aras de
contribuir con la movilidad de carga de mercancías y materias primas para la generación de productos y
servicios en los diferentes sectores productivos del país, y de generar sinergias entre los diferentes actores
organizacionales e institucionales locales, regionales, nacionales e internacionales, que permiten un
aumento en los niveles de productividad y competitividad de los diferentes sectores de la economía a
partir de la infraestructura vial como mecanismo de comunicación y transporte.

4.4. Índice de tasa de respuesta (ITRF) y Tasa de cobertura por registro (TCR).
De acuerdo a los datos suministrados por la ANI (2017) y considerando su reserva estadística, se
pudo estimar el índice de tasa de respuesta y la tasa de cobertura por registro de la siguiente forma para el
periodo 2008 - 2015:
a. ITRF: 78%
-

Fuentes diligenciadas (que hace referencia al número de concesiones con información
reportada en el sistema): se identificaron 32 concesiones.

-

Fuentes registradas (que hace referencia al total de concesiones vigentes a cargo de la ANI):
se identificaron, según información suministrada, 41 concesiones.

De esta forma, el grado de respuesta y cobertura de los datos es de 78%. En este sentido, llama la
atención qué tipo de mecanismos se están utilizando para garantizar el reporte oportuno de la información
de las concesiones toda vez que se cuestiona la veracidad de la información.

b. TCR: 80%
-

Registros efectivos: Número de variables diligenciadas y validadas en el proceso de crítica por
estación de peaje. Esta información fue suministrada por fuente secundaria y fue de 80
registros.

63

-

Res: Registros esperados: Número de variables definidas para diligenciamiento por cada
estación de peaje. Esta información fue suministrada por fuente secundaria y fue de 100
registros.

De esta forma, el grado de cobertura para cada registro mensual diligenciado por el peaje, según
proyecto de concesión, es 80%. En este sentido, se cuestionan los mecanismos de monitoreo y
seguimiento utilizados para garantizar la confiabilidad de la información.

4.5. Análisis experimental desde la competitividad sistémica.
Si bien los indicadores estimados muestran un grado de eficiencia evidente respecto de la
capacidad de las concesiones para recaudar, por medio de los peajes, los recursos monetarios que se
destinan para el mantenimiento y/o mejoramiento de la red vial; es de mencionar la debilidad respecto del
registro del 100% de la información, evidenciada por los indicadores de respuesta y cobertura debido a su
carácter determinante en la distribución de recursos que optimizan las actividades de las concesiones y
determinan el transporte de las diferentes categorías, en este caso del transporte de carga.

En ese orden, se puede ofrecer la siguiente reflexión generalizada en el marco de los componentes
de la competitividad sistémica a partir de los indicadores estimados, los cuales se convierten en insumos
fundamentales parta la toma de decisiones desde los ámbitos privado y público.

a. Nivel Micro: Desde este marco analítico, las concesiones concebidas como asociaciones
público privadas (APP) deben fortalecer y o garantizar los aspectos relacionados con el
mejoramiento y/o mantenimiento de la red vial de la cual hacen parte, a partir de la
gestión y formalización de alianzas estratégicas para acceder a las materias primas e
instrumentos tecnológicos de ultima generación que permitan la eficiencia y eficacia de la
red vial.

b. Nivel Macro: Desde este marco analítico, es necesario que la interventoría, así como las
instituciones a cargo de las concesiones fortalezcan los mecanismos de seguimiento,
debido a que las decisiones que se toman para la estabilidad macroeconómica desde la
infraestructura vial como locomotora de crecimiento y desarrollo, dependen en gran
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medida en la operatividad de los mecanismos de competitividad para la infraestructura
vial.

c. Nivel Meso: Desde este marco, es fundamental generar continuidad en las políticas de
competitividad en el marco de la infraestructura vial y fortalecer los mecanismos que la
promueven, así como los instrumentos legales que comprometen y determinan el deber
ser de las organizaciones, sus alianzas o encadenamientos en el sistema socioeconómico
del Estado.

d. Nivel Meta: Desde este marco, se hace necesario que las concesiones no solamente se
integren a la institucionalidad, sino que promuevan mecanismos de inclusión social y
productiva debido a que, con la labor de las mismas, se están generando espacios de
consenso y construcción colectiva de organizaciones que gradualmente pueden contribuir
al crecimiento y desarrollo regional, mediante los escenarios de oportunidad que ofrece la
conexión, comunicación y transporte de carga pesada en el país.

En ultimas puede decirse que la eficiencia del tráfico y recaudo, así como de la cobertura y
oportunidad de la información, son instrumentos de las concesiones (Micro) que deben alinearse para
contribuir en la toma de decisiones del Estado (Macro) para dar cumplimiento a la política de
competitividad (Meso) y gestar o contribuir con acciones relacionadas e incluyentes al sistema económico
del país en términos de infraestructura vial (Meta).
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5. CONCLUSIONES

De acuerdo con el Índice de Desempeño Logístico del Banco Mundial, durante el período 20072016 Colombia avanzó tres posiciones en América Latina, pasando del puesto 15 al 12 entre 18 países.
Sin embargo, de 160 países que incluye este indicador, el desempeño logístico de Colombia es bastante
bajo: mientras que en 2007 era superada por el 54,8% de los países, en la actualidad están por encima el
58,8%. El bajo desempeño logístico del país se debe a distintos factores, dentro de los cuales está la falta
de una infraestructura adecuada. En este ámbito, según el Índice Global de Competitividad (IGC) del Foro
Económico Mundial (WEF, por su sigla en inglés), entre 2006 y 2016 el país pasó de la posición 10 a la
13 de 18 países de América Latina. Dicha situación se explica principalmente por la baja calificación que
obtuvo en materia de calidad de la infraestructura vial y férrea, categorías en las que ocupó, en 2016, los
puestos 16 y 10, respectivamente, de la región. (Consejo Privado de Competitividad, 2016, p. 131)

Desde una perspectiva más amplia y teniendo en cuenta lo mencionado por el World Bank, REDI
(2008), cabe mencionar que para Colombia así como en países de Latinoamérica menos desarrollados
(Nicaragua, Bolivia y Ecuador, entre otros) en la prestación de servicios de transporte carretero de cargas
conviven empresas integradas con servicios logísticos, parque móvil especializado moderno y
participación de operadores internacionales con prestaciones materializadas con operadores de camiones
antiguos, en mal estado, propiedad de pequeños propietarios que conducen el único vehículo que poseen.
Las primeras actúan en los mercados de transporte internacional, transporte interno de cargas industriales
y productos de consumo elaborados. Los segundos son habituales en el traslado de materias primas
agropecuarias, materiales para la construcción y abastecimiento de zonas rurales. La estructura
fragmentada del mercado ha tenido un impacto negativo en la eficiencia del sector: i) los pequeños
operadores habitualmente no pueden alcanzar economías de escala, ii) las firmas pequeñas tienden a
invertir sólo en vehículos, cuando una operación racional del transporte también requiere inversión en
talleres, facilidades de carga y descarga, plataformas y tecnología informática, y iii) los bajos niveles de
productividad tienen un impacto negativo en los beneficios, impulsando a los propietarios de vehículos a
operar en condiciones extremas (difiriendo gastos de mantenimiento, excediendo los máximos admitidos
de carga), por lo tanto generando externalidades negativas (World Bank. REDI, 2008).
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Teniendo en cuenta lo anterior, analizar la eficiencia del recaudo y trafico mediante los
indicadores establecidos por la ANI (2016) como un insumo determinante en el marco de la cadena,
permite llamar la atención no al mecanismo de eficiencia sino a la concesión y a las instituciones que están
a cargo de velar por la gestión acertada de las asociaciones público privadas. En ese sentido, es necesario
considerar o reflexionar en las cifras informadas de recaudo que si bien son altísimas (al hablar de
billones) no se distinguen mecanismos de seguimiento respecto del mantenimiento o mejoramiento de la
red vial.

Desde el punto de vista de la competitividad sistémica, la interrelación entre los componentes
macro, micro, meso y meta, puede generar o consolidar una cadena de valor entre la logística y el
transporte la cual permitiría el accionar de los diferentes actores, el papel del estado centrado en los temas
de normatividad y regulación, un cambio en la promoción de empresas con un alto grado de integración
con los proveedores, una regulación a través de contratos orientados al logro de resultados y empresas que
desarrollan productos de valor agregado para sus clientes. En ese orden de ideas, la estimación de
operaciones estadísticas como la de eficiencia de tráfico y recaudo permitiría optimizar diferentes aspectos
operativos y productivos de la cadena y a su vez convertirse en un mecanismo que catalizador de recursos
debidamente orientados al mantenimiento y mejoramiento de la red y/o infraestructura vial del país.

Gráfico 13. Transformación del transporte y logística en una efectiva cadena de valor

Fuente: Adaptación propia a partir de Ospina y Baquero (2010).
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En ese sentido, el transporte de carga ha jugado un papel trascendental en la economía
colombiana; adicionalmente, se ha demostrado que la infraestructura vial, especialmente las carreteras que
conectan las diferentes regiones productivas y de comercialización el país son determinantes para la
inclusión social y para la generación de crecimiento y desarrollo del país. En efecto, la investigación
permite más que un análisis ofrecer una reflexión en torno a la importancia de la eficiencia del recaudo y
tráfico de transporte de carga pesada, aludiendo a los aspectos de la competitividad sistémica y a la
importancia que ha tenido la infraestructura vial en términos de competitividad. Por lo anterior, es
importante concebir y generar una relación o alianza estratégica entre todos los actores que convergen a
las concesiones para que de manera sistémica se generen sinergias que permitan alinear las acciones de
política hacia la competitividad del trasporte de carga con promedios y costos logísticos competitivos. De
esa forma y aprovechando la posición geográfica de Colombia se pueden alcanzar las metas que
determinen el posicionamiento estratégico regional.
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